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(1ª)(1ª)(1ª)(1ª) Preámbulo 
Enmienda de adición. Enmienda de adición. Enmienda de adición. Enmienda de adición.     
 

“En la actualidad, nos encontramos ante un panorama legislativo marcado por 
la denominada «Estrategia Europa 2020», dentro de la cual, la contratación 
pública desempeña un papel clave, puesto que se configura como uno de los 
instrumentos basados en el mercado interior que deben ser utilizados para 
conseguir un crecimiento inteligente, sostenible e integrador, garantizando al 
mismo tiempo un uso con mayor racionalidad económica de los fondos 
públicos.” 
 

Justificación 

La Directiva 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, establece que la 

contratación pública desempeña un papel clave en la Estrategia Europea 2020, 

establecida en la Comunicación de la Comisión de 3 de marzo de 2010 titulada 

“Europa 2020, una estrategia para un crecimiento inteligente, sostenible e 

integrador”.  Se hace necesario revisar las normas vigentes sobre contratación 

pública para incrementar la eficiencia del gasto público, y de facilitar en 

particular la participación de las pequeñas y medianas empresas en la 

contratación pública, así como la mejor utilización de la contratación pública en 

apoyo de objetivos sociales comunes. 

Es pertinente utilizar en este sentido herramientas muy útiles ya existentes, 

como la propia existencia de las asociaciones empresariales sectoriales, y 

experiencias muy positivas que en su momento se pusieron en marcha, como la 

Oficina de Supervisión y Evaluación de la Contratación Pública de la 

Generalitat de Cataluña. 

 

Propuesta: 

La Directiva 2014/24/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de 
febrero de 2014, sobre contratación pública, establece que ésta desempeña un 
papel clave en la Estrategia Europea 2020, por lo que se hace preciso, de 
conformidad con la norma comunitaria, adaptar las normas vigentes sobre 
contratación pública para conseguir un crecimiento inteligente, sostenible e 
integrador, garantizando al mismo tiempo un uso con mayor racionalidad 



 

económica de los fondos públicos incrementar la eficiencia del gasto público, y 
facilitar en particular la participación de las pequeñas y medianas empresas en 
la contratación pública, así como la mejor utilización de la contratación pública 
en apoyo de objetivos sociales comunes. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

 

(2ª)(2ª)(2ª)(2ª) Artículo 1. Nuevo párrafo tercero. 
Enmienda de Enmienda de Enmienda de Enmienda de adiciónadiciónadiciónadición.  

Justificación: 

Desarrollar el principio de favorecimiento de la pequeña y mediana empresa. 

Propuesta:Propuesta:Propuesta:Propuesta:    

Se establece como finalidad primordial de la Ley facilitar el acceso de la 
pequeña empresa en la contratación pública.  
A tales efectos, los pliegos respetarán las siguientes prescripciones, que podrán 
ser desarrolladas reglamentariamente, en orden  a garantizar los mecanismos 
de apoyo a las pyme y de equilibrio en la contratación: 
- Los pliegos de contratación no podrán incluir condiciones de solvencia 

empresarial no proporcionales, excesivas e inadecuadas al objeto del 
contrato cuando no sea legalmente exigible la clasificación empresarial. 
En general, se evitarán requisitos de capacidad económica y financiera 
demasiado exigentes que constituya un obstáculo injustificado para la 
participación de la pyme en la contratación pública.  Los requisitos deben 
estar vinculados y ser proporcionados al objeto del contrato.  En particular, 
no podrá exigirse a los operadores económicos un volumen de negocios 
mínimo que no sea proporcional al objeto del contrato.  

- La clasificación empresarial de contratistas establecerá criterios que 
promuevan la participación de las pymes en los procesos de contratación, 
evitando la fijación de categorías de importe excesivo que restrinja la 
competencia.  

- Se establecerán colaboraciones permanentes con las organizaciones 
empresariales representativas del sector en los diferentes ámbitos 
territoriales para facilitar, de forma pública y sin restricciones, sistemas de 
alertas que puedan ser difundidas entre las empresas contratistas, de 
forma preferentemente electrónica, en la que se informe de forma 
adelantada en el tiempo, de las licitaciones previstas.  Se impulsarán 
puntos de encuentro virtuales de empresas como un instrumento para 
promover el acceso de las pymes a las licitaciones públicas. 

- Se promoverá la creación, en los ámbitos estatal y autonómicos, de 
Direcciones Generales u Oficinas de supervisión y evaluación de la 
Contratación Pública, que haga un seguimiento efectivo de las iniciativas 
adoptadas para favorecer a las pyme en los procesos de adjudicación de 
contratos públicos, incluyendo instrucciones internas a los funcionarios 
competentes para articular estos procesos, y determinándose 



 

procedimientos de comunicación y de formulación y resolución de 
consultas y aclaraciones sobre las licitaciones convocadas o que se 
prevean convocar. 

- Se fomentará la participación de las pyme en la contratación pública, 
estableciéndose mecanismos de supervisión que coadyuven y fomenten la 
adjudicación de éstas en relación con el valor total de los contratos que se 
adjudiquen, de tal forma que los porcentajes de adjudicación de las pyme 
sea al menos igual a su proporción en número en relación con el tejido 
empresarial del sector de obra pública.  Estos mecanismo de fomento y 
apoyo para cumplir con las cuotas debidas se desarrollarán también en el 
ámbito autonómico. 

- Se simplificarán las cargas administrativas, teniendo en cuenta las 
especiales características de las pequeñas y medianas empresas, por lo 
que no podrá exigirse desplazamientos ni abono alguno para la recepción 
de las copias de los expedientes de licitación, debiendo ser objeto de 
remisión gratuita vía correo electrónico. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

 

(3ª)(3ª)(3ª)(3ª) Artículo 44. Recurso especial en materia de contratación: actos 
recurribles. 
Enmienda de supresiónEnmienda de supresiónEnmienda de supresiónEnmienda de supresión.  

 

Artículo 44. Recurso especial en materia de contratación: actos recurribles. 
1. Serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación, los actos 
y decisiones relacionados en el apartado 2 de este mismo artículo, cuando se 
refieran exclusivamente a contratos sujetos a regulación armonizada y 
correspondan a alguno de los siguientes tipos de contratos que pretendan 
concertar las Administraciones Públicas o las restantes entidades que ostenten 
la condición de poderes adjudicadores: 
a) Contratos de obras, suministro y servicios. 
b) Acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición que tengan por objeto 
la celebración de alguno de los contratos tipificados en la letra anterior, así 
como los contratos basados en cualquiera de ellos. 
c) Concesiones de obras o de servicios. 
Serán igualmente recurribles los contratos administrativos especiales, cuando, 
por sus características no sea posible fijar su precio de licitación o, en otro 
caso, cuando éste, atendida su duración total más las prórrogas, sea igual o 
superior a lo establecido para la regulación armonizada en los contratos de 
servicios. 
Asimismo serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación 
los contratos subvencionados a que se refiere el artículo 23, y los encargos 
cuando, por sus características no sea posible fijar su importe o, en otro caso, 
cuando éste, atendida su duración total más las prórrogas, sea igual o superior 
a lo establecido para la regulación armonizada en los contratos de servicios. 
2. Podrán ser objeto del recurso las siguientes actuaciones: 
a) Los anuncios de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que 
establezcan las condiciones que deban regir la contratación. 
b) Los actos de trámite adoptados en el procedimiento de adjudicación, 
siempre que estos decidan directa o indirectamente sobre la adjudicación, 
determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan 
indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos. Se 
considerarán actos de trámite que determinan la imposibilidad de continuar el 
procedimiento los actos de la mesa de contratación por los que se acuerde la 
exclusión de licitadores. 
c) Los acuerdos de adjudicación. 
d) las modificaciones basadas en el incumplimiento de lo establecido en los 
artículos 202 y 203 de la presente Ley, por entender que la modificación debió 
ser objeto de una nueva adjudicación.  
e) La formalización de encargos a medios propios en los casos en que estos no 
cumplan los requisitos legales. 
3. Los defectos de tramitación que afecten a actos distintos de los 
contemplados en el apartado 2 podrán ser puestos de manifiesto por los 



 

interesados al órgano al que corresponda la instrucción del expediente o al 
órgano de contratación, a efectos de su corrección con arreglo a derecho, y sin 
perjuicio de que las irregularidades que les afecten puedan ser alegadas por los 
interesados al recurrir el acto de adjudicación. 
4. No se dará este recurso en relación con los procedimientos de adjudicación 
que se sigan por el trámite de emergencia. 
5. Contra las actuaciones mencionadas en el presente artículo como 
susceptibles de ser impugnadas mediante el recurso especial, no procederá la 
interposición de recursos administrativos ordinarios. 
6. Los actos que se dicten en los procedimientos de adjudicación de contratos 
de las Administraciones Públicas que no reúnan los requisitos del apartado 1 
podrán ser objeto de recurso de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas; así como en la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
En el caso de actuaciones realizadas por poderes adjudicadores que no tengan 
la condición de Administraciones Públicas, aquellas se impugnarán en vía 
administrativa de conformidad con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas ante el titular del departamento, órgano, ente u organismo al que esté 
adscrita la entidad contratante o al que corresponda su tutela. Si la entidad 
contratante estuviera vinculada a más de una Administración, será competente 
el órgano correspondiente de la que ostente el control o participación 
mayoritaria. 
 

 

Justificación: 

Se suprime en el apartado 1 el que sean contratos sujetos a regulación 

armonizada, evitando que se reserve la posibilidad de este recurso a un número 

muy escaso de contratos, de importe muy considerable (a partir de 5.186.000 

euros en los contratos de obras). 

 

Propuesta: 

Artículo 44. Recurso especial en materia de contratación: actos recurribles. 
1. Serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación, los actos 
y decisiones relacionados en el apartado 2 de este mismo artículo, que 
correspondan a alguno de los siguientes tipos de contratos que pretendan 
concertar las Administraciones Públicas o las restantes entidades que ostenten 
la condición de poderes adjudicadores: 
a) Contratos de obras, suministro y servicios. 



 

b) Acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición que tengan por objeto 
la celebración de alguno de los contratos tipificados en la letra anterior, así 
como los contratos basados en cualquiera de ellos. 
c) Concesiones de obras o de servicios. 
Serán igualmente recurribles los contratos administrativos especiales, cuando, 
por sus características no sea posible fijar su precio de licitación o, en otro 
caso, cuando éste, atendida su duración total más las prórrogas, sea igual o 
superior a lo establecido para la regulación armonizada en los contratos de 
servicios. 
Asimismo serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación 
los contratos subvencionados a que se refiere el artículo 23, y los encargos 
cuando, por sus características no sea posible fijar su importe o, en otro caso, 
cuando éste, atendida su duración total más las prórrogas, sea igual o superior 
a lo establecido para la regulación armonizada en los contratos de servicios. 
2. Podrán ser objeto del recurso las siguientes actuaciones: 
a) Los anuncios de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que 
establezcan las condiciones que deban regir la contratación. 
b) Los actos de trámite adoptados en el procedimiento de adjudicación, 
siempre que estos decidan directa o indirectamente sobre la adjudicación, 
determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan 
indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos. Se 
considerarán actos de trámite que determinan la imposibilidad de continuar el 
procedimiento los actos de la mesa de contratación por los que se acuerde la 
exclusión de licitadores. 
c) Los acuerdos de adjudicación. 
d) las modificaciones basadas en el incumplimiento de lo establecido en los 
artículos 202 y 203 de la presente Ley, por entender que la modificación debió 
ser objeto de una nueva adjudicación.  
e) La formalización de encargos a medios propios en los casos en que estos no 
cumplan los requisitos legales. 
3. Los defectos de tramitación que afecten a actos distintos de los 
contemplados en el apartado 2 podrán ser puestos de manifiesto por los 
interesados al órgano al que corresponda la instrucción del expediente o al 
órgano de contratación, a efectos de su corrección con arreglo a derecho, y sin 
perjuicio de que las irregularidades que les afecten puedan ser alegadas por los 
interesados al recurrir el acto de adjudicación. 
4. No se dará este recurso en relación con los procedimientos de adjudicación 
que se sigan por el trámite de emergencia. 



 

5. Contra las actuaciones mencionadas en el presente artículo como 
susceptibles de ser impugnadas mediante el recurso especial, no procederá la 
interposición de recursos administrativos ordinarios. 
6. Los actos que se dicten en los procedimientos de adjudicación de contratos 
de las Administraciones Públicas que no reúnan los requisitos del apartado 1 
podrán ser objeto de recurso de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas; así como en la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
En el caso de actuaciones realizadas por poderes adjudicadores que no tengan 
la condición de Administraciones Públicas, aquellas se impugnarán en vía 
administrativa de conformidad con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas ante el titular del departamento, órgano, ente u organismo al que esté 
adscrita la entidad contratante o al que corresponda su tutela. Si la entidad 
contratante estuviera vinculada a más de una Administración, será competente 
el órgano correspondiente de la que ostente el control o participación 
mayoritaria. 
 

  



 

 

(4ª)(4ª)(4ª)(4ª) Artículo 48. Legitimación. 
Enmienda de adiciónEnmienda de adiciónEnmienda de adiciónEnmienda de adición.  

 
Artículo 48. Legitimación. 
Podrá interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier 
persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o 
colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados por las 
decisiones objeto de recurso. 
 

Justificación: 

Las organizaciones empresariales tienen importantes cometidos de 

representación y de defensa de los intereses propios, y están reconocidas en el 

artículo 7 de la Constitución. 

 

Propuesta: 

Artículo 48. Legitimación.Artículo 48. Legitimación.Artículo 48. Legitimación.Artículo 48. Legitimación.    
Podrá interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier Podrá interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier Podrá interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier Podrá interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier 
persona física o jurídica cupersona física o jurídica cupersona física o jurídica cupersona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales yos derechos o intereses legítimos, individuales yos derechos o intereses legítimos, individuales yos derechos o intereses legítimos, individuales 
o colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados por o colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados por o colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados por o colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados por 
las decisiones objeto de recurso. las decisiones objeto de recurso. las decisiones objeto de recurso. las decisiones objeto de recurso.     
En todo caso, se entenderá legitimada la organización empresarial sectorial En todo caso, se entenderá legitimada la organización empresarial sectorial En todo caso, se entenderá legitimada la organización empresarial sectorial En todo caso, se entenderá legitimada la organización empresarial sectorial 
representativa de los representativa de los representativa de los representativa de los intereses afectadosintereses afectadosintereses afectadosintereses afectados    
    
 

  



 

(5ª)(5ª)(5ª)(5ª) Artículo 49. Solicitud de medidas cautelares. 
Enmienda de supresiónEnmienda de supresiónEnmienda de supresiónEnmienda de supresión.  

 

Artículo 49. Solicitud de medidas cautelares. 
1. Antes de interponer el recurso especial, las personas legitimadas para ello 
podrán solicitar ante el órgano competente para resolver el recurso la adopción 
de medidas cautelares. Tales medidas irán dirigidas a corregir infracciones de 
procedimiento o impedir que se causen otros perjuicios a los intereses 
afectados, y podrán estar incluidas, entre ellas, las destinadas a suspender o a 
hacer que se suspenda el procedimiento de adjudicación del contrato en 
cuestión o la ejecución de cualquier decisión adoptada por los órganos de 
contratación. 
2. El órgano competente para resolver el recurso deberá adoptar decisión en 
forma motivada sobre las medidas cautelares dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a la presentación del escrito en que se soliciten. 
A estos efectos, el órgano que deba resolver, en el mismo día en que se reciba 
la petición de la medida cautelar, comunicará la misma al órgano de 
contratación, que dispondrá de un plazo de dos días hábiles, para presentar las 
alegaciones que considere oportunas referidas a la adopción de las medidas 
solicitadas o a las propuestas por el propio órgano decisorio. Si transcurrido 
este plazo no se formulasen alegaciones se continuará el procedimiento. 
Si antes de dictar resolución se hubiese interpuesto el recurso, el órgano 
competente para resolverlo acumulará a este la solicitud de medidas 
cautelares. 
Contra las resoluciones dictadas en este procedimiento no cabrá recurso 
alguno, sin perjuicio de los que procedan contra las resoluciones que se dicten 
en el procedimiento principal. 
3. Cuando de la adopción de las medidas cautelares puedan derivarse 
perjuicios de cualquier naturaleza, la resolución podrá imponer la constitución 
de caución o garantía suficiente para responder de ellos, sin que aquellas 
produzcan efectos hasta que dicha caución o garantía sea constituida. 
Reglamentariamente se determinará la cuantía y forma de la garantía a 
constituir así como los requisitos para su devolución. 
4. Salvo que se acuerde lo contrario por el órgano competente, la suspensión 
del procedimiento que pueda acordarse cautelarmente no afectará al plazo 
concedido para la presentación de ofertas o proposiciones por los interesados.  
5. Las medidas cautelares que se soliciten y acuerden con anterioridad a la 
presentación del recurso especial en materia de contratación decaerán una vez 
transcurra el plazo establecido para su interposición sin que el interesado lo 
haya deducido. 
 

Justificación: 

Se suprime el apartado 3, que recoge la posibilidad de que al recurrente se le 

exija caución o garantía, para no impedir la interposición del recurso, o hacerlo 

inviable en la práctica, disuadiendo del recurso mediante la imposición de 

fianzas disuasorias 



 

 

Propuesta: 

Artículo 49. Solicitud de medidas cautelares. 
1. Antes de interponer el recurso especial, las personas legitimadas para ello 
podrán solicitar ante el órgano competente para resolver el recurso la adopción 
de medidas cautelares. Tales medidas irán dirigidas a corregir infracciones de 
procedimiento o impedir que se causen otros perjuicios a los intereses 
afectados, y podrán estar incluidas, entre ellas, las destinadas a suspender o a 
hacer que se suspenda el procedimiento de adjudicación del contrato en 
cuestión o la ejecución de cualquier decisión adoptada por los órganos de 
contratación. 
2. El órgano competente para resolver el recurso deberá adoptar decisión en 
forma motivada sobre las medidas cautelares dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a la presentación del escrito en que se soliciten. 
A estos efectos, el órgano que deba resolver, en el mismo día en que se reciba 
la petición de la medida cautelar, comunicará la misma al órgano de 
contratación, que dispondrá de un plazo de dos días hábiles, para presentar las 
alegaciones que considere oportunas referidas a la adopción de las medidas 
solicitadas o a las propuestas por el propio órgano decisorio. Si transcurrido 
este plazo no se formulasen alegaciones se continuará el procedimiento. 
Si antes de dictar resolución se hubiese interpuesto el recurso, el órgano 
competente para resolverlo acumulará a este la solicitud de medidas 
cautelares. 
Contra las resoluciones dictadas en este procedimiento no cabrá recurso 
alguno, sin perjuicio de los que procedan contra las resoluciones que se dicten 
en el procedimiento principal. 
3. Salvo que se acuerde lo contrario por el órgano competente, la suspensión del 
procedimiento que pueda acordarse cautelarmente no afectará al plazo 
concedido para la presentación de ofertas o proposiciones por los interesados.  
4. Las medidas cautelares que se soliciten y acuerden con anterioridad a la 
presentación del recurso especial en materia de contratación decaerán una vez 
transcurra el plazo establecido para su interposición sin que el interesado lo 
haya deducido. 
 

  



 

 

(6ª)(6ª)(6ª)(6ª) Artículo 62. Responsable del contrato. 
    Enmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificación. 

 
“1. Con independencia de la unidad encargada del seguimiento y ejecución 

ordinaria del contrato que figure en los pliegos, los órganos de contratación 
podrán designar un responsable del contrato al que corresponderá supervisar 
su ejecución y adoptar las decisiones y dictar las instrucciones necesarias con 
el fin de asegurar la correcta realización de la prestación pactada, dentro del 
ámbito de facultades que aquellos le atribuyan. El responsable del contrato 
podrá ser una persona física o jurídica, vinculada a la entidad contratante o 
ajena a él.“ 
 

Justificación 

En relación al necesario seguimiento del contrato, el artículo 62, sólo indica que 

los órganos de contratación podrán designar un responsable del contrato a 

quién corresponderá supervisar su ejecución. Desde nuestro punto de vista, la 

designación de un responsable del contracto se debería de efectuar siempre, 

para verificar el correcto cumplimiento del contrato y para verificar el 

cumplimiento de las condiciones ofertadas por licitador ganador de la 

adjudicación. Así, proponemos la siguiente redacción del artículo 62:  

 

Propuesta: 

Con independencia de la unidad encargada del seguimiento y ejecución 
ordinaria del contrato que figure en los pliegos, los órganos de contratación 
deberándeberándeberándeberán designar un responsable del contrato al que corresponderá supervisar 
su ejecución y adoptar las decisiones y dictar las instrucciones necesarias con 
el fin de asegurar la correcta realización de la prestación pactada, dentro del 
ámbito de facultades que aquellos le atribuyan. El responsable del contrato 
podrá ser una persona física o jurídica, vinculada a la entidad contratante o 
ajena a él.  
    
  



 

(7ª)(7ª)(7ª)(7ª) Artículo 76. Concreción de las condiciones de solvencia. 
Enmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificación.  

 

Artículo 76. Concreción de las condiciones de solvencia. 
1. En los contratos de obras, de servicios, concesión de obras y concesión de 

servicios, así como en los contratos de suministro que incluyan servicios o 
trabajos de colocación e instalación, podrá exigirse a las personas jurídicas que 
especifiquen, en la oferta o en la solicitud de participación, los nombres y la 
cualificación profesional del personal responsable de ejecutar la prestación. 

2. Los órganos de contratación podrán exigir a los candidatos o licitadores, 
haciéndolo constar en los pliegos, que además de acreditar su solvencia o, en 
su caso, clasificación, se comprometan a dedicar o adscribir a la ejecución del 
contrato los medios personales o materiales suficientes para ello. Estos 
compromisos se integrarán en el contrato, pudiendo los pliegos o el documento 
contractual, atribuirles el carácter de obligaciones esenciales a los efectos 
previstos en el artículo 209, o establecer penalidades, conforme a lo señalado 
en el artículo 190.1 para el caso de que se incumplan por el adjudicatario 
 

Justificación 

Evitar la adjudicación a empresas pantallas o meros gestores del contrato 

principal, cuya ejecución hacen recaer en las empresas con las que 

subcontratan. 

 

Propuesta: 

Artículo 76. Concreción de las condiciones de solvencia. 
1. En los contratos de obras, de servicios, concesión de obras y concesión de 
servicios, así como en los contratos de suministro que incluyan servicios o 
trabajos de colocación e instalación, podrá exigirse a las personas jurídicas que 
especifiquen, en la oferta o en la solicitud de participación, los nombres y la 
cualificación profesional del personal responsable de ejecutar la prestación. 
2. Los órganos de contratación deberán exigir a los candidatos o licitadores, 
haciéndolo constar en los pliegos, que además de acreditar su solvencia o, en 
su caso, clasificación, se comprometan a dedicar o adscribir a la ejecución del 
contrato los medios personales o materiales suficientes para ello. Estos 
compromisos se integrarán en el contrato, debiendo los pliegos o el documento 
contractual, atribuirles el carácter de obligaciones esenciales a los efectos 
previstos en el artículo 209, o establecer penalidades, conforme a lo señalado 
en el artículo 190.1 para el caso de que se incumplan por el adjudicatario. 
 

 

 



 

Artículo 79. Criterios aplicables y condiciones para la clasificación. 

Enmienda de adiciónEnmienda de adiciónEnmienda de adiciónEnmienda de adición.  

 

Artículo 79. Criterios aplicables y condiciones para la clasificación. 
1. La clasificación de las empresas se hará en función de su solvencia, 

valorada conforme a los criterios reglamentariamente establecidos de entre los 
recogidos en los artículos 87, 88 y 90, y determinará los contratos a cuya 
adjudicación puedan concurrir u optar por razón de su objeto y de su cuantía. A 
estos efectos, los contratos se dividirán en grupos generales y subgrupos, por 
su peculiar naturaleza, y dentro de estos por categorías, en función de su 
cuantía. 

La expresión de la cuantía se efectuará por referencia al valor estimado del 
contrato, cuando la duración de este sea igual o inferior a un año, y por 
referencia al valor medio anual del mismo, cuando se trate de contratos de 
duración superior. 

2. Para proceder a la clasificación será necesario que el empresario acredite 
su personalidad y capacidad de obrar, así como que se encuentra legalmente 
habilitado para realizar la correspondiente actividad, por disponer de las 
correspondientes autorizaciones o habilitaciones empresariales o profesionales, 
y reunir los requisitos de colegiación o inscripción u otros semejantes que 
puedan ser necesarios, y que no está incurso en prohibiciones de contratar. 

3. En el supuesto de personas jurídicas pertenecientes a un grupo de 
sociedades, y a efectos de la valoración de su solvencia económica, financiera, 
técnica o profesional, se podrá tener en cuenta a las sociedades pertenecientes 
al grupo, siempre y cuando la persona jurídica en cuestión acredite que tendrá 
efectivamente a su disposición, durante el plazo a que se refiere el apartado 2 
del artículo 82, los medios de dichas sociedades necesarios para la ejecución de 
los contratos. 

En el caso de puesta a disposición de medios personales, tal circunstancia 
deberá en todo caso ser compatible con las disposiciones aplicables en materia 
laboral y de derecho del trabajo, y contar con el consentimiento de los 
trabajadores afectados. 

El supuesto previsto en el presente apartado no podrá conllevar, en ningún 
caso, la puesta a disposición exclusivamente de medios personales. 

4. Se denegará la clasificación de aquellas empresas de las que, a la vista de 
las personas que las rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse que son 
continuación o que derivan, por transformación, fusión o sucesión, de otras 
afectadas por una prohibición de contratar 
 

Justificación 

Recoger criterios ya subsistentes reglamentariamente que impiden la exigencia 

de clasificaciones excesivas o desproporcionadas así como revertir las últimas 

modificaciones legales que, incrementando los importes de las categorías, han 

condenado a una porción importante de las pyme a ser meros apéndices o 

subcontratistas de las grandes empresas. En este sentido, cabe recordar el 



 

recurso que 27 organizaciones de construcción, lideradas por CEAC, 

presentaron en febrero de 2015 contra el proyecto de modificación 

reglamentaria que actualizaba, incrementando sus importes, las categorías, y 

que fue desestimado por silencio administrativo por parte del Ministerio de 

Hacienda. 

 

Propuesta: 

Artículo 79. Criterios aplicables y condiciones para la clasificación. 
1. La clasificación de las empresas se hará en función de su solvencia, valorada 
conforme a los criterios reglamentariamente establecidos de entre los 
recogidos en los artículos 87, 88 y 90, y determinará los contratos a cuya 
adjudicación puedan concurrir u optar por razón de su objeto y de su cuantía. A 
estos efectos, los contratos se dividirán en grupos generales y subgrupos, por 
su peculiar naturaleza, y dentro de estos por categorías, en función de su 
cuantía. 
La expresión de la cuantía se efectuará por referencia al valor estimado del 
contrato, cuando la duración de este sea igual o inferior a un año, y por 
referencia al valor medio anual del mismo, cuando se trate de contratos de 
duración superior. 
2. Para proceder a la clasificación será necesario que el empresario acredite su 
personalidad y capacidad de obrar, así como que se encuentra legalmente 
habilitado para realizar la correspondiente actividad, por disponer de las 
correspondientes autorizaciones o habilitaciones empresariales o profesionales, 
y reunir los requisitos de colegiación o inscripción u otros semejantes que 
puedan ser necesarios, y que no está incurso en prohibiciones de contratar. 
3. En el supuesto de personas jurídicas pertenecientes a un grupo de 
sociedades, y a efectos de la valoración de su solvencia económica, financiera, 
técnica o profesional, se podrá tener en cuenta a las sociedades pertenecientes 
al grupo, siempre y cuando la persona jurídica en cuestión acredite que tendrá 
efectivamente a su disposición, durante el plazo a que se refiere el apartado 2 
del artículo 82, los medios de dichas sociedades necesarios para la ejecución de 
los contratos. 
En el caso de puesta a disposición de medios personales, tal circunstancia 
deberá en todo caso ser compatible con las disposiciones aplicables en materia 
laboral y de derecho del trabajo, y contar con el consentimiento de los 
trabajadores afectados. 
El supuesto previsto en el presente apartado no podrá conllevar, en ningún 
caso, la puesta a disposición exclusivamente de medios personales. 
4. Se denegará la clasificación de aquellas empresas de las que, a la vista de las 
personas que las rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse que son 



 

continuación o que derivan, por transformación, fusión o sucesión, de otras 
afectadas por una prohibición de contratar. 
5. 5. 5. 5. En aquellas obras cuya naturaleza se corresponda con algunos de los n aquellas obras cuya naturaleza se corresponda con algunos de los n aquellas obras cuya naturaleza se corresponda con algunos de los n aquellas obras cuya naturaleza se corresponda con algunos de los 
tipos establecidos como subgrupo y no presenten singularidades diferentes tipos establecidos como subgrupo y no presenten singularidades diferentes tipos establecidos como subgrupo y no presenten singularidades diferentes tipos establecidos como subgrupo y no presenten singularidades diferentes 
a las norma las norma las norma las normales y generales a su clase, se exigirá solamente la clasificación ales y generales a su clase, se exigirá solamente la clasificación ales y generales a su clase, se exigirá solamente la clasificación ales y generales a su clase, se exigirá solamente la clasificación 
en el subgrupo genérico correspondiente.en el subgrupo genérico correspondiente.en el subgrupo genérico correspondiente.en el subgrupo genérico correspondiente.    
Cuando en el caso anterior, las obras presenten singularidades no normales Cuando en el caso anterior, las obras presenten singularidades no normales Cuando en el caso anterior, las obras presenten singularidades no normales Cuando en el caso anterior, las obras presenten singularidades no normales 
o generales a las de su clase y sí, en cambio, asimilables a tipos de obro generales a las de su clase y sí, en cambio, asimilables a tipos de obro generales a las de su clase y sí, en cambio, asimilables a tipos de obro generales a las de su clase y sí, en cambio, asimilables a tipos de obra a a a 
correspondientes a otros subgrupos diferentes del principal, la exigencia de correspondientes a otros subgrupos diferentes del principal, la exigencia de correspondientes a otros subgrupos diferentes del principal, la exigencia de correspondientes a otros subgrupos diferentes del principal, la exigencia de 
clasificación se extenderá también a estos subgrupos con las limitaciones clasificación se extenderá también a estos subgrupos con las limitaciones clasificación se extenderá también a estos subgrupos con las limitaciones clasificación se extenderá también a estos subgrupos con las limitaciones 
siguientes:siguientes:siguientes:siguientes:    
a) El número de subgrupos exigibles, salvo casos excepcionales, no podrá a) El número de subgrupos exigibles, salvo casos excepcionales, no podrá a) El número de subgrupos exigibles, salvo casos excepcionales, no podrá a) El número de subgrupos exigibles, salvo casos excepcionales, no podrá 
ser superior a cuaser superior a cuaser superior a cuaser superior a cuatro.tro.tro.tro.    
b) El importe de la obra parcial que por su singularidad dé lugar a la b) El importe de la obra parcial que por su singularidad dé lugar a la b) El importe de la obra parcial que por su singularidad dé lugar a la b) El importe de la obra parcial que por su singularidad dé lugar a la 
exigencia de clasificación en el subgrupo correspondiente deberá ser exigencia de clasificación en el subgrupo correspondiente deberá ser exigencia de clasificación en el subgrupo correspondiente deberá ser exigencia de clasificación en el subgrupo correspondiente deberá ser 
superior al 20 por 100 del precio total del contrato, salvo casos superior al 20 por 100 del precio total del contrato, salvo casos superior al 20 por 100 del precio total del contrato, salvo casos superior al 20 por 100 del precio total del contrato, salvo casos 
excepcionales, que deberán acreditarse razonaexcepcionales, que deberán acreditarse razonaexcepcionales, que deberán acreditarse razonaexcepcionales, que deberán acreditarse razonadamente en los pliegos.damente en los pliegos.damente en los pliegos.damente en los pliegos.    
6. En el plazo de seis meses el Gobierno de la Nación deberá promulgar una 6. En el plazo de seis meses el Gobierno de la Nación deberá promulgar una 6. En el plazo de seis meses el Gobierno de la Nación deberá promulgar una 6. En el plazo de seis meses el Gobierno de la Nación deberá promulgar una 
disposición reglamentaria que modifique, disminuyéndolos, los actuales disposición reglamentaria que modifique, disminuyéndolos, los actuales disposición reglamentaria que modifique, disminuyéndolos, los actuales disposición reglamentaria que modifique, disminuyéndolos, los actuales 
importes de las categorías de clasificación de contratistas, en orden a  importes de las categorías de clasificación de contratistas, en orden a  importes de las categorías de clasificación de contratistas, en orden a  importes de las categorías de clasificación de contratistas, en orden a  
favorecer el favorecer el favorecer el favorecer el acceso de las pequeñas y medianas empresas a la acceso de las pequeñas y medianas empresas a la acceso de las pequeñas y medianas empresas a la acceso de las pequeñas y medianas empresas a la 
contratación de obra pública.contratación de obra pública.contratación de obra pública.contratación de obra pública.    
 

 

 

  



 

 

(8ª)(8ª)(8ª)(8ª) Artículo 87. Acreditación de la solvencia económica y financiera. 
Enmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificación.  

 
“1. La solvencia económica y financiera del empresario deberá acreditarse 

por uno o varios de los medios siguientes, a elección del órgano de 
contratación: 

 
a) Volumen anual de negocios, o bien volumen anual de negocios en el 

ámbito al que se refiera el contrato, referido al mejor ejercicio dentro de los tres 
últimos disponibles en función de las fechas de constitución o de inicio de 
actividades del empresario y de presentación de las ofertas por importe igual o 
superior al exigido en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el 
procedimiento y en los pliegos del contrato o, en su defecto, al establecido 
reglamentariamente. El volumen de negocios mínimo anual exigido no excederá 
del doble del valor estimado del contrato, excepto en casos debidamente 
justificados como los relacionados con los riesgos especiales vinculados a la 
naturaleza de las obras, los servicios o los suministros. El órgano de 
contratación indicará las principales razones de la imposición de dicho requisito 
en los pliegos de la contratación o en el informe específico a que se refiere el 
artículo 329. 

Cuando un contrato se divida en lotes, el presente criterio se aplicará en 
relación con cada uno de los lotes. No obstante, el órgano de contratación 
podrá establecer el volumen de negocios mínimo anual exigido a los licitadores 
por referencia a grupos de lotes en caso de que al adjudicatario se le 
adjudiquen varios lotes que deban ejecutarse al mismo tiempo. 
 

b) En los casos en que resulte apropiado, justificante de la existencia de un 
seguro de responsabilidad civil por riesgos profesionales por importe igual o 
superior al exigido en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el 
procedimiento y en los pliegos del contrato o, en su defecto, al establecido 
reglamentariamente. 

 
c) Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, al cierre del último 

ejercicio económico para el que esté vencida la obligación de aprobación de 
cuentas anuales por importe igual o superior al exigido en el anuncio de 
licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del 
contrato o, en su defecto, al establecido reglamentariamente. La ratio entre 
activo y pasivo podrá tenerse en cuenta si el poder adjudicador especifica en 
los pliegos de la contratación los métodos y criterios que se utilizarán para 
valorar este dato. Estos métodos y criterios deberán ser transparentes, 
objetivos y no discriminatorios 

 
Como medio adicional a los previstos en las letras anteriores de este 

apartado, el órgano de contratación podrá exigir que el periodo medio de pago 
a proveedores del empresario, siempre que se trate de una sociedad que no 



 

pueda presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada, no supere el límite 
que a estos efectos se establezca por Orden del Ministro de Hacienda y 
Función Pública teniendo en cuenta la normativa sobre morosidad. 
 

Justificación 

En relación al último párrafo, en el que se establece de forma potestativa la 

posibilidad de que el órgano de contratación podrá exigir como medio adicional 

que el periodo medio de pago a proveedores del empresario, siempre que se 

trate de una sociedad que no pueda presentar cuenta de pérdidas y ganancias 

abreviada, no supere el límite que a estos efectos se establezca por Orden del 

Ministro de Hacienda y Función Pública teniendo en cuenta la normativa sobre 

morosidad, nosotros entendemos que la ley está para cumplirla. De igual forma 

que el apartado d) del Artículo 71 del presente proyecto de ley establece como 

causa de prohibición de contratar el hecho de no encontrarse al corriente de las 

obligaciones tributarias o con la seguridad social, o que en el caso de las 

empresas de más de 50 trabajadores no cumplir con el requisito de que al 

menos el 2% de sus empleados sean trabajadores con discapacidad, 

entendemos que el cumplimento de la normativa sobre morosidad tiene que ser 

un hecho necesario para acreditarla solvencia económica y financiera. Así, 

proponemos una nueva redacción del parágrafo que sigue al punto c) del 

Artículo 87:   

 

Propuesta: 

Como medio adicional a los previstos en las letras anteriores de este apartado, 
el órgano de contratación deberádeberádeberádeberá exigir que el periodo medio de pago a 
proveedores del empresario, siempre que se trate de una sociedad que no 
pueda presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada, no supere el límite no supere el límite no supere el límite no supere el límite 
establecido en la normativa sobre morosidad.establecido en la normativa sobre morosidad.establecido en la normativa sobre morosidad.establecido en la normativa sobre morosidad. 
  



 

 

(9ª)(9ª)(9ª)(9ª) Artículo 99. Objeto del contrato. 
    Enmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificación. (punto 3) 

 

“1. El objeto de los contratos del sector público deberá ser determinado. 
2. No podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir la cuantía 

del mismo y eludir así los requisitos de publicidad o los relativos al 
procedimiento de adjudicación que correspondan. 

3. Cuando el objeto del contrato admita fraccionamiento, podrá preverse la 
realización independiente de cada una de sus partes mediante su división en 
lotes. 

Cuando el órgano de contratación decida no dividir en lotes el objeto del 
contrato, deberá justificarlo debidamente en el expediente, salvo en los casos 
de contratos de concesión de obras o de concesión de servicios. 

En todo caso se entenderá que son motivos válidos, a efectos de justificar 
la no división en lotes del objeto del contrato, entre otros que el órgano de 
contratación estime oportunos, los siguientes: 

a) El hecho de que, a juicio del órgano de contratación, la división en lotes 
del objeto del contrato conllevara el riesgo de restringir la competencia. 

b) El hecho de que, a juicio del órgano de contratación, la realización 
independiente de las diversas prestaciones comprendidas en el objeto del 
contrato dificultaran la correcta ejecución del mismo desde el punto de vista 
técnico; o bien que el riesgo para la correcta ejecución del contrato proceda de 
la naturaleza del objeto del mismo, al implicar la necesidad de coordinar la 
ejecución de las diferentes prestaciones, cuestión que podría verse 
imposibilitada por su división en lotes y ejecución por una pluralidad de 
contratistas diferentes. 

4. Cuando el órgano de contratación proceda a la división en lotes del objeto 
del contrato, este podrá introducir las siguientes limitaciones, justificándolas 
debidamente en el expediente: 

a) Podrá limitar el número de lotes para los que un mismo candidato o 
licitador puede presentar oferta. 

b) También podrá limitar el número de lotes que pueden adjudicarse a cada 
licitador. 

Cuando el órgano de contratación considere oportuno introducir alguna de 
las dos limitaciones a que se refieren las letras a) y b) anteriores, así deberá 
indicarlo expresamente en el anuncio de licitación y en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares. 

Cuando se introduzca la limitación a que se refiere la letra b) anterior, 
además deberán incluirse en los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares los criterios o normas que se aplicarán cuando, como consecuencia 
de la aplicación de los criterios de adjudicación, un licitador pueda resultar 
adjudicatario de un número de lotes que exceda el máximo indicado en el 



 

anuncio y en el pliego. Estos criterios o normas en todo caso deberán ser 
objetivos y no discriminatorios. 

5. Cuando el órgano de contratación hubiera decidido proceder a la división 
en lotes del objeto del contrato y, además, permitir que pueda adjudicarse más 
de un lote al mismo licitador, aquel podrá adjudicar a una oferta integradora, 
siempre y cuando se cumplan todos y cada uno de los requisitos siguientes: 

a) Que esta posibilidad se hubiere establecido en el pliego que rija el 
contrato y se recoja en el anuncio de licitación. Dicha previsión deberá 
concretar la combinación o combinaciones que se admitirá, en su caso, así 
como la solvencia y capacidad exigida en cada una de ellas. 

b) Que se trate de supuestos en que existan varios criterios de adjudicación. 
c) Que previamente se lleve a cabo una evaluación comparativa para 

determinar si las ofertas presentadas por un licitador concreto para una 
combinación particular de lotes cumpliría mejor, en conjunto, los criterios de 
adjudicación establecidos en el pliego con respecto a dichos lotes, que las 
ofertas presentadas para los lotes separados de que se trate, considerados 
aisladamente. 

d) Que los empresarios acrediten la solvencia económica, financiera y 
técnica correspondiente, o, en su caso, la clasificación, al conjunto de lotes por 
los que licite. 

6. Cuando se proceda a la división en lotes, las normas procedimentales y de 
publicidad que deben aplicarse en la adjudicación de cada lote o prestación 
diferenciada se determinarán en función del valor acumulado del conjunto, 
calculado según lo establecido en el 101, salvo que se dé alguna de las 
excepciones a que se refieren los artículos 20.2, 21.2 y 22.2. 
7. En los contratos adjudicados por lotes, y salvo que se establezca otra 
previsión en el pliego que rija el contrato, cada lote constituirá un contrato, 
salvo en casos en que se presenten ofertas integradoras, en los que todas las 
ofertas constituirán un contrato.” 

 

Justificación 

La redacción del punto 3 del artículo 99, no establece una apuesta decidida por 

la división del contrato en lotes, hecho fundamental para conseguir el objetivo 

de facilitar el acceso de la Pyme a la contratación pública en los términos 

establecidos en la Directiva 2014/24 UE.  En este sentido, se ofrecen 

motivaciones muy amplias, poco precisas y quizás no de su competencia 

(como el hecho de determinar restricciones competitivas) al órgano de 

contratación para no dividir el contrato en lotes. Para conseguir dicho objetivo 

de facilitar el acceso a la Pyme a la contratación pública a través de la división 

de los contratos en lotes, proponemos la siguiente redacción del punto 3: 

 

Propuesta: 



 

3. Cuando el objeto del contrato admita fraccionamiento, la norma 3. Cuando el objeto del contrato admita fraccionamiento, la norma 3. Cuando el objeto del contrato admita fraccionamiento, la norma 3. Cuando el objeto del contrato admita fraccionamiento, la norma 
general será la divigeneral será la divigeneral será la divigeneral será la división en lotes.sión en lotes.sión en lotes.sión en lotes.    

Cuando el órgano de contratación decida no dividir en lotes el objeto del Cuando el órgano de contratación decida no dividir en lotes el objeto del Cuando el órgano de contratación decida no dividir en lotes el objeto del Cuando el órgano de contratación decida no dividir en lotes el objeto del 
contrato, deberá justificarlo debidamente en el expedientecontrato, deberá justificarlo debidamente en el expedientecontrato, deberá justificarlo debidamente en el expedientecontrato, deberá justificarlo debidamente en el expediente....    

 
 

 

  



 

(10ª)(10ª)(10ª)(10ª) Artículo 129. Información sobre las obligaciones relativas a la fiscalidad, 
protección del medio ambiente, empleo y condiciones laborales. 
Enmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificación.  

 

Artículo 129. Información sobre las obligaciones relativas a la fiscalidad, 
protección del medio ambiente, empleo y condiciones laborales. 

1. El órgano de contratación podrá señalar en el pliego el organismo u 
organismos de los que los candidatos o licitadores puedan obtener la 
información pertinente sobre las obligaciones relativas a la fiscalidad, a la 
protección del medio ambiente, y a las disposiciones vigentes en materia de 
protección del empleo, condiciones de trabajo y prevención de riesgos 
laborales, que serán aplicables a los trabajos efectuados en la obra o a los 
servicios prestados durante la ejecución del contrato. 

2. Cuando se facilite la información a la que se refiere el apartado 1, el 
órgano de contratación solicitará a los licitadores o a los candidatos en un 
procedimiento de adjudicación de contratos que manifiesten haber tenido en 
cuenta en la elaboración de sus ofertas las obligaciones derivadas de las 
disposiciones vigentes en materia de protección del empleo, condiciones de 
trabajo y prevención de riesgos laborales, y protección del medio ambiente. 

Esto no obstará para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 147 sobre 
verificación de las ofertas que incluyan valores anormales o 
desproporcionados. 
 
Justificación 

No es en absoluto razonable hacer depender de la voluntad del órgano de 

contratación la información que debe proporcionarse al oferente, o que éstos 

manifiesten haber tenido en cuenta en sus ofertas el respeto a las condiciones 

laborales, de prevención de riesgos laborales o medioambientales. 

 

Propuesta: 

Artículo 129. Información sobre las obligaciones relativas a la fiscalidad, 
protección del medio ambiente, empleo y condiciones laborales. 

1. El órgano de contratación deberádeberádeberádeberá señalar en el pliego el organismo u 
organismos de los que los candidatos o licitadores puedan obtener la 
información pertinente sobre las obligaciones relativas a la fiscalidad, a la 
protección del medio ambiente, y a las disposiciones vigentes en materia de 
protección del empleo, condiciones de trabajo y prevención de riesgos 
laborales, que serán aplicables a los trabajos efectuados en la obra o a los 
servicios prestados durante la ejecución del contrato. 

2. Al facilitarAl facilitarAl facilitarAl facilitar la información a la que se refiere el apartado 1, el órgano de 
contratación solicitará a los licitadores o a los candidatos en un procedimiento 
de adjudicación de contratos que manifiesten haber tenido en cuenta en la 



 

elaboración de sus ofertas las obligaciones derivadas de las disposiciones 
vigentes en materia de protección del empleo, condiciones de trabajo y 
prevención de riesgos laborales, y protección del medio ambiente. 

Esto no obstará para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 147 sobre 
verificación de las ofertas que incluyan valores anormales o 
desproporcionados. 
  



 

(11ª)(11ª)(11ª)(11ª) Artículo 132. Principios de igualdad, transparencia y libre competencia.. 
Enmienda de adiciónEnmienda de adiciónEnmienda de adiciónEnmienda de adición. Nuevo párrafo cuarto. 

 

Artículo 132. Principios de igualdad, transparencia y libre competencia. 

1. Los órganos de contratación darán a los licitadores y candidatos un 
tratamiento igualitario y no discriminatorio y ajustarán su actuación a los 
principios de transparencia y proporcionalidad. 

2. La contratación no será concebida con la intención de eludir los requisitos 
de publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que corresponda, 
ni de restringir artificialmente la competencia, bien favoreciendo o perjudicando 
indebidamente a determinados empresarios. 

3. Los órganos de contratación velarán en todo el procedimiento de 
adjudicación por la salvaguarda de la libre competencia. Así, tanto ellos como la 
Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado o, en su caso, los órganos 
consultivos o equivalentes en materia de contratación pública de las 
Comunidades Autónomas, y los órganos competentes para resolver el recurso 
especial a que se refiere el artículo 44 de esta Ley, notificarán a la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, a las autoridades 
autonómicas de competencia, cualesquiera hechos de los que tengan 
conocimiento en el ejercicio de sus funciones que puedan constituir infracción 
a la legislación de defensa de la competencia. En particular, comunicarán 
cualquier indicio de acuerdo, decisión o recomendación colectiva, o práctica 
concertada o conscientemente paralela entre los licitadores, que tenga por 
objeto, produzca o pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la 
competencia en el proceso de contratación 
 

Justificación 

La Directiva, en su considerando 38, establece que deben tenerse en cuenta la 

consideración de que los servicios se prestan en el lugar en el que se ejecutan 

las prestaciones características, a los efectos de que determinadas 

obligaciones de radicación en el territorio o de compromiso de medios con el 

lugar de ejecución, sean tenidas en cuenta. 

Ligado al cumplimiento de las normas laborales, sociales y medioambientales, 

se hace necesario, en primer lugar, habilitar supuestos legítimos en los que 

puedan valorarse positivamente en la adjudicación el criterio de proximidad, y, 

en segundo lugar, contemplar los mecanismos necesarios para que el 

proteccionismo de las empresas locales impida el funcionamiento del mercado 

único y de la libre concurrencia. 

Por ello, del mismo modo que se propone para el Preámbulo, deben regularse 

como criterios válidos para la adjudicación, cuando lo exija la naturaleza del 

contrato, la defensa del empleo y del medioambiente, la elección de empresas 



 

con implantación real en el territorio en el que se realice la obra, así como 

impedir el falseamiento de la competencia si no se dan dichas circunstancias. 

 

Propuesta: 

Artículo 132. Principios de igualdad, transparencia y libre competencia. 
1. Los órganos de contratación darán a los licitadores y candidatos un 

tratamiento igualitario y no discriminatorio y ajustarán su actuación a los 
principios de transparencia y proporcionalidad. 

2. La contratación no será concebida con la intención de eludir los requisitos 
de publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que corresponda, 
ni de restringir artificialmente la competencia, bien favoreciendo o perjudicando 
indebidamente a determinados empresarios. 

3. Los órganos de contratación velarán en todo el procedimiento de 
adjudicación por la salvaguarda de la libre competencia. Así, tanto ellos como la 
Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado o, en su caso, los órganos 
consultivos o equivalentes en materia de contratación pública de las 
Comunidades Autónomas, y los órganos competentes para resolver el recurso 
especial a que se refiere el artículo 44 de esta Ley, notificarán a la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, a las autoridades 
autonómicas de competencia, cualesquiera hechos de los que tengan 
conocimiento en el ejercicio de sus funciones que puedan constituir infracción 
a la legislación de defensa de la competencia. En particular, comunicarán 
cualquier indicio de acuerdo, decisión o recomendación colectiva, o práctica 
concertada o conscientemente paralela entre los licitadores, que tenga por 
objeto, produzca o pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la 
competencia en el proceso de contratación.    

4. Se tendrá en cuenta la consideración de que los servicios se prestan 4. Se tendrá en cuenta la consideración de que los servicios se prestan 4. Se tendrá en cuenta la consideración de que los servicios se prestan 4. Se tendrá en cuenta la consideración de que los servicios se prestan 
en el lugar en el que se ejecutan las prestacioen el lugar en el que se ejecutan las prestacioen el lugar en el que se ejecutan las prestacioen el lugar en el que se ejecutan las prestaciones características, a los nes características, a los nes características, a los nes características, a los 
efectos de que determinadas obligaciones de radicación en el territorio o efectos de que determinadas obligaciones de radicación en el territorio o efectos de que determinadas obligaciones de radicación en el territorio o efectos de que determinadas obligaciones de radicación en el territorio o 
de compromiso de medios con el lugar de ejecución, sean tenidas en de compromiso de medios con el lugar de ejecución, sean tenidas en de compromiso de medios con el lugar de ejecución, sean tenidas en de compromiso de medios con el lugar de ejecución, sean tenidas en 
cuenta.cuenta.cuenta.cuenta.    

Ligado a la necesidad de que los adjudicatarios cumplan las Ligado a la necesidad de que los adjudicatarios cumplan las Ligado a la necesidad de que los adjudicatarios cumplan las Ligado a la necesidad de que los adjudicatarios cumplan las 
obligaciones en los obligaciones en los obligaciones en los obligaciones en los ámbitos del Derecho medioambiental, social y laboral, ámbitos del Derecho medioambiental, social y laboral, ámbitos del Derecho medioambiental, social y laboral, ámbitos del Derecho medioambiental, social y laboral, 
los pliegos podrán introducir el criterio de proximidad válidamente en tanto los pliegos podrán introducir el criterio de proximidad válidamente en tanto los pliegos podrán introducir el criterio de proximidad válidamente en tanto los pliegos podrán introducir el criterio de proximidad válidamente en tanto 
coadyuve decisivamente a los fines descritos.coadyuve decisivamente a los fines descritos.coadyuve decisivamente a los fines descritos.coadyuve decisivamente a los fines descritos.    

A este fin, los pliegos podrán incorporar como criterios válidos para la A este fin, los pliegos podrán incorporar como criterios válidos para la A este fin, los pliegos podrán incorporar como criterios válidos para la A este fin, los pliegos podrán incorporar como criterios válidos para la 
adjudiadjudiadjudiadjudicación, cuando lo exija la naturaleza del contrato, y la defensa del cación, cuando lo exija la naturaleza del contrato, y la defensa del cación, cuando lo exija la naturaleza del contrato, y la defensa del cación, cuando lo exija la naturaleza del contrato, y la defensa del 
empleo local y del medioambiente, la elección de empresas con empleo local y del medioambiente, la elección de empresas con empleo local y del medioambiente, la elección de empresas con empleo local y del medioambiente, la elección de empresas con 
implantación real en el territorio en el que se realice la obra, sin que ello implantación real en el territorio en el que se realice la obra, sin que ello implantación real en el territorio en el que se realice la obra, sin que ello implantación real en el territorio en el que se realice la obra, sin que ello 
pueda suponer restricciones indebidas a la concpueda suponer restricciones indebidas a la concpueda suponer restricciones indebidas a la concpueda suponer restricciones indebidas a la concurrencia y a la urrencia y a la urrencia y a la urrencia y a la 
competencia, ni resultar con ello un proteccionismo injustificado de competencia, ni resultar con ello un proteccionismo injustificado de competencia, ni resultar con ello un proteccionismo injustificado de competencia, ni resultar con ello un proteccionismo injustificado de 
empresas en razón de su domiciliación, sede o accionariado.empresas en razón de su domiciliación, sede o accionariado.empresas en razón de su domiciliación, sede o accionariado.empresas en razón de su domiciliación, sede o accionariado.    

El criterio de proximidad estará condicionado a su vinculación con el El criterio de proximidad estará condicionado a su vinculación con el El criterio de proximidad estará condicionado a su vinculación con el El criterio de proximidad estará condicionado a su vinculación con el 
objeto del contrato, debiendo tratarse deobjeto del contrato, debiendo tratarse deobjeto del contrato, debiendo tratarse deobjeto del contrato, debiendo tratarse de    una circunstancia que, por su una circunstancia que, por su una circunstancia que, por su una circunstancia que, por su 
materia, y de forma objetiva, comporte necesariamente una ejecución más materia, y de forma objetiva, comporte necesariamente una ejecución más materia, y de forma objetiva, comporte necesariamente una ejecución más materia, y de forma objetiva, comporte necesariamente una ejecución más 
correcta del mismo. correcta del mismo. correcta del mismo. correcta del mismo.     



 

Reglamentariamente se crearán los mecanismos estatales de Reglamentariamente se crearán los mecanismos estatales de Reglamentariamente se crearán los mecanismos estatales de Reglamentariamente se crearán los mecanismos estatales de 
supervisión y control para que los organismos licitadores de las supervisión y control para que los organismos licitadores de las supervisión y control para que los organismos licitadores de las supervisión y control para que los organismos licitadores de las 
ComunidadComunidadComunidadComunidades Autónomas y Ayuntamientos no establezcan en los pliegos es Autónomas y Ayuntamientos no establezcan en los pliegos es Autónomas y Ayuntamientos no establezcan en los pliegos es Autónomas y Ayuntamientos no establezcan en los pliegos 
de obras condiciones de proteccionismo a las empresas locales que de obras condiciones de proteccionismo a las empresas locales que de obras condiciones de proteccionismo a las empresas locales que de obras condiciones de proteccionismo a las empresas locales que 
impidan indebidamente la concurrencia de empresas radicadas en otras impidan indebidamente la concurrencia de empresas radicadas en otras impidan indebidamente la concurrencia de empresas radicadas en otras impidan indebidamente la concurrencia de empresas radicadas en otras 
partes del territorio.partes del territorio.partes del territorio.partes del territorio.    

No se considerarán condiciones ilícitasNo se considerarán condiciones ilícitasNo se considerarán condiciones ilícitasNo se considerarán condiciones ilícitas    el aseguramiento de la calidad el aseguramiento de la calidad el aseguramiento de la calidad el aseguramiento de la calidad 
del contrato y de la solvencia del contratista, así como su contribución real del contrato y de la solvencia del contratista, así como su contribución real del contrato y de la solvencia del contratista, así como su contribución real del contrato y de la solvencia del contratista, así como su contribución real 
al medioambiente y al empleo.  Contrariamente, se considerará que la al medioambiente y al empleo.  Contrariamente, se considerará que la al medioambiente y al empleo.  Contrariamente, se considerará que la al medioambiente y al empleo.  Contrariamente, se considerará que la 
competencia está artificialmente restringida cuando estos criterios se competencia está artificialmente restringida cuando estos criterios se competencia está artificialmente restringida cuando estos criterios se competencia está artificialmente restringida cuando estos criterios se 
concibconcibconcibconciban como medio para favorecer o perjudicar indebidamente a an como medio para favorecer o perjudicar indebidamente a an como medio para favorecer o perjudicar indebidamente a an como medio para favorecer o perjudicar indebidamente a 
determinados operadores económicos, o para proteger los intereses de determinados operadores económicos, o para proteger los intereses de determinados operadores económicos, o para proteger los intereses de determinados operadores económicos, o para proteger los intereses de 
empresas con una sede social o capital o accionariado ligados a una zona empresas con una sede social o capital o accionariado ligados a una zona empresas con una sede social o capital o accionariado ligados a una zona empresas con una sede social o capital o accionariado ligados a una zona 
geográfica o Comunidad Autónoma.geográfica o Comunidad Autónoma.geográfica o Comunidad Autónoma.geográfica o Comunidad Autónoma.    
 

        



 

(12ª)(12ª)(12ª)(12ª) Artículo 133. Confidencialidad. 
Enmienda de adiciónEnmienda de adiciónEnmienda de adiciónEnmienda de adición. 

Artículo 133. Confidencialidad. 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación vigente en materia de acceso 
a la información pública y de las disposiciones contenidas en la presente Ley 
relativas a la publicidad de la adjudicación y a la información que debe darse a 
los candidatos y a los licitadores, los órganos de contratación no podrán 
divulgar la información facilitada por los empresarios que estos hayan 
designado como confidencial en el momento de presentar su oferta. El carácter 
de confidencial afecta, entre otros, a los secretos técnicos o comerciales, a los 
aspectos confidenciales de las ofertas y a cualesquiera otras informaciones 
cuyo contenido pueda ser utilizado para falsear la competencia, ya sea en ese 
procedimiento de licitación o en otros posteriores. 

El deber de confidencialidad del órgano de contratación así como de sus 
servicios dependientes no podrá extenderse a todo el contenido de la oferta del 
adjudicatario ni a todo el contenido de los informes y documentación que, en su 
caso, genere directa o indirectamente el órgano de contratación en el curso del 
procedimiento de licitación. Únicamente podrá extenderse a documentos que 
tengan una difusión restringida, y en ningún caso a documentos que sean 
públicamente accesibles. 

2. El contratista deberá respetar el carácter confidencial de aquella 
información a la que tenga acceso con ocasión de la ejecución del contrato a la 
que se le hubiese dado el referido carácter en los pliegos o en el contrato, o que 
por su propia naturaleza deba ser tratada como tal. Este deber se mantendrá 
durante un plazo de cinco años desde el conocimiento de esa información, 
salvo que los pliegos o el contrato establezcan un plazo mayor. 
    

Justificación 

Las disposiciones que se articulen sobre protección de información 

confidencial no puede ser óbice para la divulgación pública de partes no 

confidenciales de contratos celebrados, incluidas sus modificaciones 

posteriores.  

La necesaria transparencia sobre el devenir del contrato impide el falseamiento 

de la competencia y promueve una ejecución más racional y eficiente del gasto 

público, al poder detectarse de forma pública los desfases de las obras, que en 

muchos casos traen causa de bajas desproporcionadas o anormalmente bajas.  

Con ello, se podrá impedir que ofertas alejadas de los precios de mercado 

compensen las probables pérdidas con la aprobación de modificaciones 

técnicas y económicas de los contratos no justificadas que disparen el precio 

final del contrato, defraudando las expectativas de los oferentes que sí 



 

hubieren presentado ofertas más ajustadas, y se hubieran comprometido a 

respetar el presupuesto de la obra 

    

Propuesta: 

Artículo 133. Confidencialidad. 
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación vigente en materia de acceso 

a la información pública y de las disposiciones contenidas en la presente Ley 
relativas a la publicidad de la adjudicación y a la información que debe darse a 
los candidatos y a los licitadores, los órganos de contratación no podrán 
divulgar la información facilitada por los empresarios que estos hayan 
designado como confidencial en el momento de presentar su oferta. El carácter 
de confidencial afecta, entre otros, a los secretos técnicos o comerciales, a los 
aspectos confidenciales de las ofertas y a cualesquiera otras informaciones 
cuyo contenido pueda ser utilizado para falsear la competencia, ya sea en ese 
procedimiento de licitación o en otros posteriores. 

El deber de confidencialidad del órgano de contratación así como de sus 
servicios dependientes no podrá extenderse a todo el contenido de la oferta del 
adjudicatario ni a todo el contenido de los informes y documentación que, en su 
caso, genere directa o indirectamente el órgano de contratación en el curso del 
procedimiento de licitación. Únicamente podrá extenderse a documentos que 
tengan una difusión restringida, y en ningún caso a documentos que sean 
públicamente accesibles. 

Las disposiciones que se articulen sobre protección de información Las disposiciones que se articulen sobre protección de información Las disposiciones que se articulen sobre protección de información Las disposiciones que se articulen sobre protección de información 
confidencial no evitarán la divulgación pública de parteconfidencial no evitarán la divulgación pública de parteconfidencial no evitarán la divulgación pública de parteconfidencial no evitarán la divulgación pública de partes no confidenciales s no confidenciales s no confidenciales s no confidenciales 
de contratos celebrados, tales como la liquidación, los plazos finales de de contratos celebrados, tales como la liquidación, los plazos finales de de contratos celebrados, tales como la liquidación, los plazos finales de de contratos celebrados, tales como la liquidación, los plazos finales de 
ejecución de la obra, las empresas con las que se ha contratado y ejecución de la obra, las empresas con las que se ha contratado y ejecución de la obra, las empresas con las que se ha contratado y ejecución de la obra, las empresas con las que se ha contratado y 
subcontratado, y, en todo caso, las partes esenciales de la oferta y las subcontratado, y, en todo caso, las partes esenciales de la oferta y las subcontratado, y, en todo caso, las partes esenciales de la oferta y las subcontratado, y, en todo caso, las partes esenciales de la oferta y las 
modificaciones posteriomodificaciones posteriomodificaciones posteriomodificaciones posteriores del contrato.res del contrato.res del contrato.res del contrato.    

Las organizaciones empresariales representativas del sector tendrán Las organizaciones empresariales representativas del sector tendrán Las organizaciones empresariales representativas del sector tendrán Las organizaciones empresariales representativas del sector tendrán 
acceso permanente a estos datos, estableciéndose canales fluidos de acceso permanente a estos datos, estableciéndose canales fluidos de acceso permanente a estos datos, estableciéndose canales fluidos de acceso permanente a estos datos, estableciéndose canales fluidos de 
colaboración con los poderes adjudicadores, a los efectos de optimizar la colaboración con los poderes adjudicadores, a los efectos de optimizar la colaboración con los poderes adjudicadores, a los efectos de optimizar la colaboración con los poderes adjudicadores, a los efectos de optimizar la 
transparencia y la eficacia transparencia y la eficacia transparencia y la eficacia transparencia y la eficacia de los procesos de adjudicación de obra pública.de los procesos de adjudicación de obra pública.de los procesos de adjudicación de obra pública.de los procesos de adjudicación de obra pública.    

    
2. El contratista deberá respetar el carácter confidencial de aquella 

información a la que tenga acceso con ocasión de la ejecución del contrato a la 
que se le hubiese dado el referido carácter en los pliegos o en el contrato, o que 
por su propia naturaleza deba ser tratada como tal. Este deber se mantendrá 
durante un plazo de cinco años desde el conocimiento de esa información, 
salvo que los pliegos o el contrato establezcan un plazo mayor. 
    

        



 

(13ª)(13ª)(13ª)(13ª) Artículo 145. Criterios de adjudicación del contrato. 
Enmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificación. 

Artículo 145. Criterios de adjudicación del contrato. 

1. Los criterios que han de servir de base para la adjudicación del contrato a 
la oferta económicamente más ventajosa para la Administración se 
establecerán en los pliegos de cláusulas administrativas particulares o en el 
documento descriptivo y deberá figurar en el anuncio que sirva de convocatoria 
de la licitación, debiendo cumplir los siguientes requisitos: 

a) En todo caso estarán vinculados al objeto del contrato, en el sentido 
expresado en el apartado segundo de este artículo. 

b) Deberán ser formulados de manera objetiva, con pleno respeto a los 
principios de igualdad, no discriminación, transparencia y proporcionalidad, y no 
conferirán al órgano de contratación una libertad de decisión ilimitada. 

c) Deberán garantizar la posibilidad de que las ofertas sean evaluadas en 
condiciones de competencia efectiva e irán acompañados de especificaciones 
que permitan comprobar de manera efectiva la información facilitada por los 
licitadores con el fin de evaluar la medida en que las ofertas cumplen los 
criterios de adjudicación. En caso de duda, deberá comprobarse de manera 
efectiva la exactitud de la información y las pruebas facilitadas por los 
licitadores. 

2. Se considerará que un criterio de adjudicación está vinculado al objeto del 
contrato cuando se refiera o integre las prestaciones que deban realizarse en 
virtud de dicho contrato, en cualquiera de sus aspectos y en cualquier etapa de 
su ciclo de vida, incluidos los factores que intervienen en los siguientes 
procesos: 

a) en el proceso específico de producción, prestación o comercialización de, 
en su caso, las obras, los suministros o los servicios; 

b) o en el proceso específico de otra etapa de su ciclo de vida, incluso 
cuando dichos factores no formen parte de su sustancia material. 

3. Los criterios que establezcan los órganos de contratación para la 
valoración de las proposiciones y la determinación de la oferta 
económicamente más ventajosa para la Administración podrán ser de la 
siguiente clase: 

a) Criterios relacionados con los costes que, a elección del órgano de 
contratación, podrán referirse al precio, IVA excluido, a la renuncia a la revisión 
de precios, o a otro parámetro que permita identificar la oferta que presenta la 
mejor relación coste-eficacia, como el coste del ciclo de vida calculado según 
lo dispuesto en el artículo 146. 

b) Criterios cualitativos que permitan identificar la oferta que presenta la 
mejor relación calidad-precio, que deberá incluir en todo caso un elemento de 



 

coste-precio, previa evaluación comparativa de todas las ofertas. Estos 
criterios podrán referirse, entre otros, a los siguientes aspectos: 

1.º La calidad, incluido el valor técnico, las características estéticas y 
funcionales, la accesibilidad, el diseño universal o diseño para todas las 
personas usuarias, las caracterísitcas sociales, medioambientales e 
innovadoras, y la comercialización y sus condiciones; debiéndose entender 
incluidos los criterios referidos al suministro o a la utilización de productos 
basados en un comercio equitativo durante la ejecución del contrato. 

2.º La organización, cualificación y experiencia del personal adscrito al 
contrato que vaya a ejecutar el mismo, siempre y cuando la calidad de dicho 
personal pueda afectar de manera significativa a su mejor ejecución. 

3.º El servicio posventa y la asistencia técnica y condiciones de entrega 
tales como la fecha en que esta última debe producirse, el proceso de entrega y 
el plazo de entrega o ejecución. 

4. En el caso de que se establezcan las mejoras como criterio de 
adjudicación, en los supuestos en que su valoración se efectúe de conformidad 
con lo establecido en el apartado 6.a) del presente artículo, no podrá 
asignársele una valoración superior al 2,5%. 

Deberán entenderse por mejoras, a estos efectos, las prestaciones 
adicionales a las que figuraban definidas en el proyecto y en el Pliego de 
Prescripciones Técnicas, sin que aquellas puedan alterar la naturaleza de 
dichas prestaciones, ni del objeto del contrato. 

En todo caso, cuando los pliegos contemplen como criterio de adjudicación 
las mejoras, deberán establecer mínimamente los aspectos a los que podrán 
referirse, los requisitos y su ponderación. 

5. Cuando solo se utilice un criterio de adjudicación, este podrá ser el del 
precio más bajo o el del menor coste del ciclo de vida, según se define en el 
artículo 146.  

6. Cuando se utilicen una pluralidad de criterios de adjudicación, en su 
determinación, siempre y cuando sea posible, se dará preponderancia a 
aquellos que hagan referencia a características del objeto del contrato que 
puedan valorarse mediante cifras o porcentajes obtenidos a través de la mera 
aplicación de las fórmulas establecidas en los pliegos. 

La aplicación de los criterios de adjudicación se efectuará por los siguientes 
órganos: 

a) En los procedimientos de adjudicación, abierto o restringido, celebrados 
por los órganos de las Administraciones Públicas, la valoración de los criterios 
cuya cuantificación dependa de un juicio de valor corresponderá, en los casos 
en que proceda por tener atribuida una ponderación mayor que la 
correspondiente a los criterios evaluables de forma automática, a un comité 
formado por expertos que cuente con un mínimo de tres miembros, formado por 



 

expertos no integrados en el órgano proponente del contrato y con 
cualificación apropiada, al que corresponderá realizar la evaluación de las 
ofertas o encomendar esta a un organismo técnico especializado, debidamente 
identificado en los pliegos. 

b) En los restantes supuestos, la valoración de los criterios cuya 
cuantificación dependa de un juicio de valor, así como, en todo caso, la de los 
criterios evaluables mediante la utilización de fórmulas, se efectuará por la 
mesa de contratación, si interviene, o por los servicios dependientes del órgano 
de contratación en caso contrario, a cuyo efecto se podrán solicitar los 
informes técnicos que considere precisos de conformidad con lo previsto en el 
artículo 148.1 y 155.5 de la presente Ley. 

La elección de las fórmulas se tendrán que justificar en el expediente. 

En todo caso, la evaluación de las ofertas conforme a los criterios 
cuantificables mediante la mera aplicación de fórmulas se realizará tras 
efectuar previamente la de aquellos otros criterios en que no concurra esta 
circunstancia, dejándose constancia documental de ello. 

La citada evaluación previa se hará pública en el acto en el que se proceda 
a la apertura del sobre que contenga los elementos de la oferta que se 
valoraran mediante la mera aplicación de fórmulas. 

Cuando en los contratos de concesión de obras o de concesión de servicios 
se prevea la posibilidad de que se efectúen aportaciones públicas a la 
construcción o explotación así como cualquier tipo de garantías, avales u otro 
tipo de ayudas a la empresa, en todo caso figurará como un criterio de 
adjudicación evaluable de forma automática la cuantía de la reducción que 
oferten los licitadores sobre las aportaciones previstas en el expediente de 
contratación. 

7. La aplicación de más de un criterio de adjudicación procederá, en 
particular, en la adjudicación de los siguientes contratos: 

a) Aquellos cuyos proyectos o presupuestos no hayan podido ser 
establecidos previamente y deban ser presentados por los candidatos o 
licitadores. 

b) Cuando el órgano de contratación considere que la definición de la 
prestación es susceptible de ser mejorada por otras soluciones técnicas o por 
reducciones en su plazo de ejecución. 

c) Aquellos para cuya ejecución facilite el órgano, organismo o entidad 
contratante materiales o medios auxiliares cuya buena utilización exija 
garantías especiales por parte de los contratistas. 

d) Aquellos que requieran el empleo de tecnología especialmente avanzada 
o cuya ejecución sea particularmente compleja. 

e) Contratos de concesión de obras y de concesión de servicios. 



 

f) Contratos de suministros, salvo que los productos a adquirir estén 
perfectamente definidos y no sea posible variar los plazos de entrega ni 
introducir modificaciones de ninguna clase en el contrato, siendo por 
consiguiente el precio el único factor determinante de la adjudicación. 

g) Contratos de servicios, salvo que las prestaciones estén perfectamente 
definidas técnicamente y no sea posible variar los plazos de entrega ni 
introducir modificaciones de ninguna clase en el contrato, siendo por 
consiguiente el precio el único factor determinante de la adjudicación. 

En todo caso, en los contratos de prestación de servicios sociales si 
fomentan la integración social de personas desfavorecidas o miembros de 
grupos vulnerables entre las personas asignadas a la ejecución del contrato o 
promueven el empleo de personas con dificultades particulares de inserción en 
el mercado laboral, el precio no podrá ser el único factor determinante de la 
adjudicación. 

h) Contratos cuya ejecución pueda tener un impacto significativo en el 
medio ambiente, en cuya adjudicación se valorarán condiciones ambientales 
mensurables, tales como el menor impacto ambiental, el ahorro y el uso 
eficiente del agua y la energía y de los materiales, el coste ambiental del ciclo 
de vida, los procedimientos y métodos de producción ecológicos, la generación 
y gestión de residuos o el uso de materiales reciclados o reutilizados o de 
materiales ecológicos. 

8. Salvo cuando se tome en consideración el precio exclusivamente, deberá 
precisarse en el pliego de cláusulas administrativas particulares o en el 
documento descriptivo la ponderación relativa atribuida a cada uno de los 
criterios de valoración, que podrá expresarse fijando una banda de valores con 
una amplitud máxima adecuada. 

En el caso de que el procedimiento de adjudicación se articule en varias 
fases, se indicará igualmente en cuales de ellas se irán aplicando los distintos 
criterios, así como el umbral mínimo de puntuación exigido al licitador para 
continuar en el proceso selectivo. 

Cuando, por razones objetivas debidamente justificadas, no sea posible 
ponderar los criterios elegidos, estos se enumerarán por orden decreciente de 
importancia. 

9. Los órganos de contratación podrán establecer en los pliegos de 
clausulas administrativas particulares criterios de adjudicación específicos 
para el desempate en los casos en que, tras la aplicación de los criterios de 
adjudicación, se produzca un empate entre dos o más ofertas. 

Dichos criterios de adjudicación específicos para el desempate deberán 
estar vinculados al objeto del contrato y se referirán a: 

a) Proposiciones presentadas por aquellas empresas que, al vencimiento del 
plazo de presentación de ofertas, tengan en su plantilla un número de 
trabajadores con discapacidad superior al 2 por 100. 



 

En este supuesto, si varias empresas licitadoras de las que hubieren 
empatado en cuanto a la proposición más ventajosa acreditan tener relación 
laboral con personas con discapacidad en un porcentaje superior al 2 por 100, 
tendrá preferencia en la adjudicación del contrato el licitador que disponga del 
mayor porcentaje de trabajadores fijos con discapacidad en su plantilla. 

b) Proposiciones de empresas de inserción reguladas en la Ley 44/2007, de 
13 de diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de inserción, 
que cumplan con los requisitos establecidos en dicha normativa para tener 
esta consideración. 

c) En la adjudicación de los contratos relativos a prestaciones de carácter 
social o asistencial, las proposiciones presentadas por entidades sin ánimo de 
lucro, con personalidad jurídica, siempre que su finalidad o actividad tenga 
relación directa con el objeto del contrato, según resulte de sus respectivos 
estatutos o reglas fundacionales y figuren inscritas en el correspondiente 
registro oficial. 

d) Las ofertas de entidades reconocidas como Organizaciones de Comercio 
Justo para la adjudicación de los contratos que tengan como objeto productos 
en los que exista alternativa de Comercio Justo. 

e) Proposiciones presentadas por las empresas que, al vencimiento del plazo 
de presentación de ofertas, incluyan medidas de carácter social y laboral que 
favorezcan la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. 

La documentación acreditativa de los criterios de desempate a que se 
refiere el presente apartado será aportada por los licitadores en el momento en 
que se produzca el empate, y no con carácter previo 

10. En defecto de la previsión en los pliegos a la que se refiere el apartado 
anterior, el empate entre varias ofertas tras la aplicación de los criterios de 
adjudicación del contrato se resolverá mediante la aplicación por orden de los 
siguientes criterios sociales, referidos al momento de finalizar el plazo de 
presentación de ofertas: 

a) Mayor número de trabajadores con discapacidad en la plantilla de cada 
una de las empresas, primando en caso de igualdad, el mayor número de 
trabajadores fijos con discapacidad en plantilla. 

b) Menor volumen de contratos temporales en la plantilla de cada una de las 
empresas. 

c) Mayor número de mujeres empleadas en la plantilla de cada una de las 
empresas. 

d) Mayor número de iniciativas puestas en marcha por cada una de ellas en 
el ámbito de la responsabilidad social corporativa, conforme al concepto 
utilizado por la Organización Internacional del Trabajo o por el derecho 
comunitario. 



 

e) El sorteo, en caso de que la aplicación de los anteriores criterios no 
hubiera dado lugar a desempate 
    

Justificación 

Se debe aquilatar también la valoración de otros factores en la adjudicación de 

los contratos, como el impacto en la economía local en territorios deprimidos, 

las garantías de empresarios que no desaparezcan tras la finalización del 

contrato, y que puedan responder diligentemente. 

Se deben evitar factores que contribuyen a la discrecionalidad en la 

adjudicación, como una regulación excesivamente abierta de las mejoras. 

    

Propuesta: 

Artículo 145. Criterios de adjudicación del contrato. 
1. Los criterios que han de servir de base para la adjudicación del contrato a 

la oferta económicamente más ventajosa para la Administración se 
establecerán en los pliegos de cláusulas administrativas particulares o en el 
documento descriptivo y deberá figurar en el anuncio que sirva de convocatoria 
de la licitación, debiendo cumplir los siguientes requisitos: 

a) En todo caso estarán vinculados al objeto del contrato, en el sentido 
expresado en el apartado segundo de este artículo. 

b) Deberán ser formulados de manera objetiva, con pleno respeto a los 
principios de igualdad, no discriminación, transparencia y proporcionalidad, y no 
conferirán al órgano de contratación una libertad de decisión ilimitada. 

c) Deberán garantizar la posibilidad de que las ofertas sean evaluadas en 
condiciones de competencia efectiva e irán acompañados de especificaciones 
que permitan comprobar de manera efectiva la información facilitada por los 
licitadores con el fin de evaluar la medida en que las ofertas cumplen los 
criterios de adjudicación. En caso de duda, deberá comprobarse de manera 
efectiva la exactitud de la información y las pruebas facilitadas por los 
licitadores. 

2. Se considerará que un criterio de adjudicación está vinculado al objeto del 
contrato cuando se refiera o integre las prestaciones que deban realizarse en 
virtud de dicho contrato, en cualquiera de sus aspectos y en cualquier etapa de 
su ciclo de vida, incluidos los factores que intervienen en los siguientes 
procesos: 

a) en el proceso específico de producción, prestación o comercialización de, 
en su caso, las obras, los suministros o los servicios,    incluyéndose la incluyéndose la incluyéndose la incluyéndose la 
contribución a la fcontribución a la fcontribución a la fcontribución a la fijación de actividad económica y población en zonas ijación de actividad económica y población en zonas ijación de actividad económica y población en zonas ijación de actividad económica y población en zonas 
deprimidas, en el marco de la ordenación del territorio, así como las deprimidas, en el marco de la ordenación del territorio, así como las deprimidas, en el marco de la ordenación del territorio, así como las deprimidas, en el marco de la ordenación del territorio, así como las 
garantías o servicio de postventa del contrato que incluya la permanencia garantías o servicio de postventa del contrato que incluya la permanencia garantías o servicio de postventa del contrato que incluya la permanencia garantías o servicio de postventa del contrato que incluya la permanencia 
de una sede física por parte del adjudicatario.de una sede física por parte del adjudicatario.de una sede física por parte del adjudicatario.de una sede física por parte del adjudicatario.    

b) o en el proceso específico de otra etapa de su ciclo de vida, incluso 
cuando dichos factores no formen parte de su sustancia material. 



 

3. Los criterios que establezcan los órganos de contratación para la 
valoración de las proposiciones y la determinación de la oferta 
económicamente más ventajosa para la Administración podrán ser de la 
siguiente clase: 

a) Criterios relacionados con los costes que, a elección del órgano de 
contratación, podrán referirse al precio, IVA excluido, a la renuncia a la revisión 
de precios, o a otro parámetro que permita identificar la oferta que presenta la 
mejor relación coste-eficacia, como el coste del ciclo de vida calculado según 
lo dispuesto en el artículo 146. 

b) Criterios cualitativos que permitan identificar la oferta que presenta la 
mejor relación calidad-precio, que deberá incluir en todo caso un elemento de 
coste-precio, previa evaluación comparativa de todas las ofertas. Estos 
criterios podrán referirse, entre otros, a los siguientes aspectos: 

1.º La calidad, incluido el valor técnico, las características estéticas y 
funcionales, la accesibilidad, el diseño universal o diseño para todas las 
personas usuarias, las caracterísitcas sociales, medioambientales e 
innovadoras,    servicios de garantías tras la finalización del contrato servicios de garantías tras la finalización del contrato servicios de garantías tras la finalización del contrato servicios de garantías tras la finalización del contrato y la 
comercialización y sus condiciones; debiéndose entender incluidos los criterios 
referidos al suministro o a la utilización de productos basados en un comercio 
equitativo durante la ejecución del contrato,    en el que se tengan en cuenta la en el que se tengan en cuenta la en el que se tengan en cuenta la en el que se tengan en cuenta la 
dinamización de ldinamización de ldinamización de ldinamización de la actividad económica de zona y el recurso a su tejido a actividad económica de zona y el recurso a su tejido a actividad económica de zona y el recurso a su tejido a actividad económica de zona y el recurso a su tejido 
empresarial.empresarial.empresarial.empresarial.    

2.º La organización, cualificación y experiencia del personal adscrito al 
contrato que vaya a ejecutar el mismo, siempre y cuando la calidad de dicho 
personal pueda afectar de manera significativa a su mejor ejecución. 

3.º El servicio posventa y la asistencia técnica y condiciones de entrega 
tales como la fecha en que esta última debe producirse, el proceso de entrega, 
el plazo de entrega o ejecución    y el compromiso de respuesta mediante uny el compromiso de respuesta mediante uny el compromiso de respuesta mediante uny el compromiso de respuesta mediante una a a a 
delegación o sede permanente en territorio de la obra, servicio o suministro.delegación o sede permanente en territorio de la obra, servicio o suministro.delegación o sede permanente en territorio de la obra, servicio o suministro.delegación o sede permanente en territorio de la obra, servicio o suministro.    

4. 4. 4. 4. En el caso de que se establezcan las mejoras como criterio de 
adjudicación, en los supuestos en que su valoración se efectúe de conformidad 
con lo establecido en el apartado 6.a) del presente artículo, no podrá 
asignársele una valoración superior al 2,5%,    será de valoración objetiva y a será de valoración objetiva y a será de valoración objetiva y a será de valoración objetiva y a 
ser posible cuantificable, y no admitirá propuestas no homogéneas que ser posible cuantificable, y no admitirá propuestas no homogéneas que ser posible cuantificable, y no admitirá propuestas no homogéneas que ser posible cuantificable, y no admitirá propuestas no homogéneas que 
promuevan la discrecionalidad de la decisión.promuevan la discrecionalidad de la decisión.promuevan la discrecionalidad de la decisión.promuevan la discrecionalidad de la decisión.    

Deberán entenderse por mejoras, a estos efectos, las prestaciones 
adicionales a las que figuraban definidas en el proyecto y en el Pliego de 
Prescripciones Técnicas, sin que aquellas puedan alterar la naturaleza de 
dichas prestaciones, ni del objeto del contrato. 

En todo caso, cuando los pliegos contemplen como criterio de adjudicación 
las mejoras, deberán establecer mínimamente los aspectos a los que podrán 
referirse, los requisitos y su ponderación. 

5. Cuando solo se utilice un criterio de adjudicación, este podrá ser el del 
precio más bajo o el del menor coste del ciclo de vida, según se define en el 
artículo 146.  

6. Cuando se utilicen una pluralidad de criterios de adjudicación, en su 
determinación, siempre y cuando sea posible, se dará preponderancia a 
aquellos que hagan referencia a características del objeto del contrato que 



 

puedan valorarse mediante cifras o porcentajes obtenidos a través de la mera 
aplicación de las fórmulas establecidas en los pliegos. 

La aplicación de los criterios de adjudicación se efectuará por los siguientes 
órganos: 

a) En los procedimientos de adjudicación, abierto o restringido, celebrados 
por los órganos de las Administraciones Públicas, la valoración de los criterios 
cuya cuantificación dependa de un juicio de valor corresponderá, en los casos 
en que proceda por tener atribuida una ponderación mayor que la 
correspondiente a los criterios evaluables de forma automática, a un comité 
formado por expertos que cuente con un mínimo de tres miembros, formado por 
expertos no integrados en el órgano proponente del contrato y con 
cualificación apropiada, al que corresponderá realizar la evaluación de las 
ofertas o encomendar esta a un organismo técnico especializado, debidamente 
identificado en los pliegos. 

b) En los restantes supuestos, la valoración de los criterios cuya 
cuantificación dependa de un juicio de valor, así como, en todo caso, la de los 
criterios evaluables mediante la utilización de fórmulas, se efectuará por la 
mesa de contratación, si interviene, o por los servicios dependientes del órgano 
de contratación en caso contrario, a cuyo efecto se podrán solicitar los 
informes técnicos que considere precisos de conformidad con lo previsto en el 
artículo 148.1 y 155.5 de la presente Ley. 

La elección de las fórmulas se tendrán que justificar en el expediente. 
En todo caso, la evaluación de las ofertas conforme a los criterios 

cuantificables mediante la mera aplicación de fórmulas se realizará tras 
efectuar previamente la de aquellos otros criterios en que no concurra esta 
circunstancia, dejándose constancia documental de ello. 

La citada evaluación previa se hará pública en el acto en el que se proceda 
a la apertura del sobre que contenga los elementos de la oferta que se 
valoraran mediante la mera aplicación de fórmulas. 

Cuando en los contratos de concesión de obras o de concesión de servicios 
se prevea la posibilidad de que se efectúen aportaciones públicas a la 
construcción o explotación así como cualquier tipo de garantías, avales u otro 
tipo de ayudas a la empresa, en todo caso figurará como un criterio de 
adjudicación evaluable de forma automática la cuantía de la reducción que 
oferten los licitadores sobre las aportaciones previstas en el expediente de 
contratación. 

7. La aplicación de más de un criterio de adjudicación procederá, en 
particular, en la adjudicación de los siguientes contratos: 

a) Aquellos cuyos proyectos o presupuestos no hayan podido ser 
establecidos previamente y deban ser presentados por los candidatos o 
licitadores. 

b) Cuando el órgano de contratación considere que la definición de la 
prestación es susceptible de ser mejorada por otras soluciones técnicas o por 
reducciones en su plazo de ejecución. 

c) Aquellos para cuya ejecución facilite el órgano, organismo o entidad 
contratante materiales o medios auxiliares cuya buena utilización exija 
garantías especiales por parte de los contratistas. 



 

d) Aquellos que requieran el empleo de tecnología especialmente avanzada 
o cuya ejecución sea particularmente compleja. 

e) Contratos de concesión de obras y de concesión de servicios. 
f) Contratos de suministros, salvo que los productos a adquirir estén 

perfectamente definidos y no sea posible variar los plazos de entrega ni 
introducir modificaciones de ninguna clase en el contrato, siendo por 
consiguiente el precio el único factor determinante de la adjudicación. 

g) Contratos de servicios, salvo que las prestaciones estén perfectamente 
definidas técnicamente y no sea posible variar los plazos de entrega ni 
introducir modificaciones de ninguna clase en el contrato, siendo por 
consiguiente el precio el único factor determinante de la adjudicación. 

En todo caso, en los contratos de prestación de servicios sociales si 
fomentan la integración social de personas desfavorecidas o miembros de 
grupos vulnerables entre las personas asignadas a la ejecución del contrato o 
promueven el empleo de personas con dificultades particulares de inserción en 
el mercado laboral, el precio no podrá ser el único factor determinante de la 
adjudicación. 

h) Contratos cuya ejecución pueda tener un impacto significativo en el 
medio ambiente    o en el territorio, o en el territorio, o en el territorio, o en el territorio, en cuya adjudicación se valorarán    aspectos aspectos aspectos aspectos 
de impacto en la economía de la zona, así como de impacto en la economía de la zona, así como de impacto en la economía de la zona, así como de impacto en la economía de la zona, así como condiciones ambientales 
mensurables, tales como el menor impacto ambiental, el ahorro y el uso 
eficiente del agua y la energía y de los materiales, el coste ambiental del ciclo 
de vida, los procedimientos y métodos de producción ecológicos, la generación 
y gestión de residuos o el uso de materiales reciclados o reutilizados o de 
materiales ecológicos. 

8. Salvo cuando se tome en consideración el precio exclusivamente, deberá 
precisarse en el pliego de cláusulas administrativas particulares o en el 
documento descriptivo la ponderación relativa atribuida a cada uno de los 
criterios de valoración, que podrá expresarse fijando una banda de valores con 
una amplitud máxima adecuada. 

En el caso de que el procedimiento de adjudicación se articule en varias 
fases, se indicará igualmente en cuales de ellas se irán aplicando los distintos 
criterios, así como el umbral mínimo de puntuación exigido al licitador para 
continuar en el proceso selectivo. 

Cuando, por razones objetivas debidamente justificadas, no sea posible 
ponderar los criterios elegidos, estos se enumerarán por orden decreciente de 
importancia. 

9. Los órganos de contratación podrán establecer en los pliegos de 
clausulas administrativas particulares criterios de adjudicación específicos 
para el desempate en los casos en que, tras la aplicación de los criterios de 
adjudicación, se produzca un empate entre dos o más ofertas. 

Dichos criterios de adjudicación específicos para el desempate deberán 
estar vinculados al objeto del contrato y se referirán a: 

a) Proposiciones presentadas por aquellas empresas que, al vencimiento del 
plazo de presentación de ofertas, tengan en su plantilla un número de 
trabajadores con discapacidad superior al 2 por 100. 

En este supuesto, si varias empresas licitadoras de las que hubieren 
empatado en cuanto a la proposición más ventajosa acreditan tener relación 



 

laboral con personas con discapacidad en un porcentaje superior al 2 por 100, 
tendrá preferencia en la adjudicación del contrato el licitador que disponga del 
mayor porcentaje de trabajadores fijos con discapacidad en su plantilla. 

b) Proposiciones de empresas de inserción reguladas en la Ley 44/2007, de 
13 de diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de inserción, 
que cumplan con los requisitos establecidos en dicha normativa para tener 
esta consideración. 

c) En la adjudicación de los contratos relativos a prestaciones de carácter 
social o asistencial, las proposiciones presentadas por entidades sin ánimo de 
lucro, con personalidad jurídica, siempre que su finalidad o actividad tenga 
relación directa con el objeto del contrato, según resulte de sus respectivos 
estatutos o reglas fundacionales y figuren inscritas en el correspondiente 
registro oficial. 

d) Las ofertas de entidades reconocidas como Organizaciones de Comercio 
Justo para la adjudicación de los contratos que tengan como objeto productos 
en los que exista alternativa de Comercio Justo. 

e) Proposiciones presentadas por las empresas que, al vencimiento del plazo 
de presentación de ofertas, incluyan medidas de carácter social y laboral que 
favorezcan la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. 

La documentación acreditativa de los criterios de desempate a que se 
refiere el presente apartado será aportada por los licitadores en el momento en 
que se produzca el empate, y no con carácter previo 

10. En defecto de la previsión en los pliegos a la que se refiere el apartado 
anterior, el empate entre varias ofertas tras la aplicación de los criterios de 
adjudicación del contrato se resolverá mediante la aplicación por orden de los 
siguientes criterios sociales, referidos al momento de finalizar el plazo de 
presentación de ofertas: 

a) Mayor número de trabajadores con discapacidad en la plantilla de cada 
una de las empresas, primando en caso de igualdad, el mayor número de 
trabajadores fijos con discapacidad en plantilla. 

b) Menor volumen de contratos temporales en la plantilla de cada una de las 
empresas. 

c) Mayor número de mujeres empleadas en la plantilla de cada una de las 
empresas. 

d) Mayor número de iniciativas puestas en marcha por cada una de ellas en 
el ámbito de la responsabilidad social corporativa, conforme al concepto 
utilizado por la Organización Internacional del Trabajo o por el derecho 
comunitario. 

e) El sorteo, en caso de que la aplicación de los anteriores criterios no 
hubiera dado lugar a desempate. 
    

    

    

        



 

    

(14ª)(14ª)(14ª)(14ª) Artículo 147. Ofertas anormalmente bajas. 
Enmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificación. 

Artículo 147. Ofertas anormalmente bajas. 

1. En los casos en que el órgano de contratación presuma que una oferta 
resulta inviable por haber sido formulada en términos que la hacen 
anormalmente baja, solo podrá excluirla del procedimiento de licitación previa 
tramitación del procedimiento que establece este artículo. 

2. La mesa de contratación, o en su defecto, el órgano de contratación 
deberá identificar las ofertas que se encuentran incursas en presunción de 
anormalidad, debiendo contemplarse en los pliegos, a estos efectos, los 
parámetros objetivos que deberán permitir identificar los casos en que una 
oferta se considere anormal. 

La mesa de contratación, o en su defecto, el órgano de contratación 
realizará la función descrita en el párrafo anterior con sujeción a los siguientes 
criterios: 

a) Salvo que en los pliegos se estableciera otra cosa, cuando el único 
criterio de adjudicación sea el del precio, en defecto de previsión en aquellos se 
aplicarán los parámetros objetivos que se establezcan reglamentariamente y 
que, en todo caso, determinarán el umbral de anormalidad por referencia al 
conjunto de ofertas válidas que se hayan presentado, sin perjuicio de lo 
establecido en el apartado siguiente. 

b) Cuando se utilicen una pluralidad de criterios de adjudicación, se estará a 
lo establecido en los Pliegos que rigen el contrato. 

3. Cuando hubieren presentado ofertas empresas que pertenezcan a un 
mismo grupo, en el sentido del artículo 42.1 del Código de Comercio, se tomará 
únicamente, para aplicar el régimen de identificación de las ofertas incursas en 
presunción de anormalidad, aquella que fuere más baja, y ello con 
independencia de que presenten su oferta en solitario o conjuntamente con 
otra empresa o empresas ajenas al grupo y con las cuales concurran en unión 
temporal. 

4. Cuando la mesa de contratación, o en su defecto el órgano de 
contratación hubiere identificado una o varias ofertas incursas en presunción 
de anormalidad, deberá requerir al licitador o licitadores que las hubieren 
presentado dándoles plazo suficiente para que justifiquen el bajo nivel de los 
precios, o de costes, o cualquier otro parámetro en base al cual se haya 
definido la anormalidad de la oferta, mediante la presentación de aquella 
información y documentos que resulten pertinentes a estos efectos. 

La petición de información que la mesa de contratación o, en su defecto, el 
órgano de contratación dirija al licitador deberá formularse con claridad de 



 

manera que estos estén en condiciones de justificar plena y oportunamente la 
viabilidad de la oferta. 

Concretamente, la mesa de contratación o en su defecto el órgano de 
contratación podrá pedir justificación a estos licitadores sobre aquellas 
condiciones de la oferta que sean susceptibles de determinar el bajo nivel del 
precio o costes de la misma y, en particular, en lo que se refiere a los siguientes 
valores: 

a) El ahorro que permita el procedimiento de ejecución del contrato, 

b) Las soluciones técnicas adoptadas y las condiciones excepcionalmente 
favorables de que disponga para ejecutar la prestación, 

c) La originalidad de las prestaciones propuestas, 

d) El respeto de obligaciones que resulten aplicables en materia 
medioambiental, social o laboral, y de subcontratación, 

e) O la posible obtención de una ayuda de Estado. 

En el procedimiento deberá solicitarse el asesoramiento técnico del servicio 
correspondiente. 

En todo caso, los órganos de contratación rechazarán las ofertas si 
comprueban que son anormalmente bajas porque no cumplan las obligaciones 
aplicables en materia medioambiental, social o laboral. 

5. En los casos en que se compruebe que una oferta es anormalmente baja 
debido a que el licitador ha obtenido una ayuda de Estado, solo podrá 
rechazarse la proposición por esta única causa si aquel no puede acreditar que 
tal ayuda se ha concedido sin contravenir las disposiciones comunitarias en 
materia de ayudas públicas. El órgano de contratación que rechace una oferta 
por esta razón deberá informar de ello a la Comisión Europea, cuando el 
procedimiento de adjudicación se refiera a un contrato sujeto a regulación 
armonizada. 

6. La mesa de contratación, o en su defecto, el órgano de contratación 
evaluará toda la información y documentación proporcionada por el licitador en 
plazo y en el caso de que se trate de la mesa de contratación, elevará la 
correspondiente propuesta de aceptación o rechazo al órgano de contratación. 

Si el órgano de contratación, considerando la justificación efectuada por el 
licitador y los informes mencionados en el apartado cuatro, estimase que la 
información recabada no explica satisfactoriamente el bajo nivel de los precios 
o costes propuestos por el licitador y que, por lo tanto, la oferta no puede ser 
cumplida como consecuencia de la inclusión de valores anormales, la excluirá 
de la clasificación y acordará la adjudicación a favor de la proposición 
económicamente más ventajosa, de acuerdo con el orden en que hayan sido 
clasificadas conforme a lo señalado en el apartado 1 del artículo 148 
    



 

Justificación 

Las ofertas anormalmente bajas ponen en peligro el rendimiento del contrato y 

la calidad exigible al mismo.  Con frecuencia destruyen la competencia a costa 

de incluir en la oferta precios inasumibles inferiores al mercado, creando 

problemas en la ejecución, e impidiendo el buen fin del contrato. En ocasiones, 

estas ofertas temerarias se apoyan en incumplimientos masivos de las normas 

laborales y medioambientales exigibles. 

    

Propuesta: 

Artículo 147. Ofertas anormalmente bajas. 
1. En los casos en que el órgano de contratación presuma que una oferta 

resulta inviable por haber sido formulada en términos que la hacen 
anormalmente baja, solo podrá excluirla del procedimiento de licitación previa 
tramitación del procedimiento que establece este artículo. 

2. La mesa de contratación, o en su defecto, el órgano de contratación 
deberá identificar las ofertas que se encuentran incursas en presunción de 
anormalidad, debiendo contemplarse en los pliegos, a estos efectos, los 
parámetros objetivos que deberán permitir identificar los casos en que una 
oferta se considere anormal. 

La mesa de contratación, o en su defecto, el órgano de contratación 
realizará la función descrita en el párrafo anterior con sujeción a los siguientes 
criterios: 

a) Salvo que en los pliegos se estableciera otra cosa, cuando el único 
criterio de adjudicación sea el del precio, en defecto de previsión en aquellos se 
aplicarán los parámetros objetivos que se establezcan reglamentariamente y 
que, en todo caso, determinarán el umbral de anormalidad por referencia al 
conjunto de ofertas válidas que se hayan presentado, sin perjuicio de lo 
establecido en el apartado siguiente. 

b) Cuando se utilicen una pluralidad de criterios de adjudicación, se estará a 
lo establecido en los Pliegos que rigen el contrato. 

3. Cuando hubieren presentado ofertas empresas que pertenezcan a un 
mismo grupo, en el sentido del artículo 42.1 del Código de Comercio, se tomará 
únicamente, para aplicar el régimen de identificación de las ofertas incursas en 
presunción de anormalidad, aquella que fuere más baja, y ello con 
independencia de que presenten su oferta en solitario o conjuntamente con 
otra empresa o empresas ajenas al grupo y con las cuales concurran en unión 
temporal. 

4. Cuando la mesa de contratación, o en su defecto el órgano de 
contratación hubiere identificado una o varias ofertas incursas en presunción 
de anormalidad, deberá requerir al licitador o licitadores que las hubieren 
presentado dándoles plazo suficiente para que justifiquen razonadamenterazonadamenterazonadamenterazonadamente el 
bajo nivel de los precios, o de costes, o cualquier otro parámetro en base al cual 
se haya definido la anormalidad de la oferta, mediante la presentación de 
aquella información y documentos que resulten pertinentes a estos efectos. 



 

La petición de información que la mesa de contratación o, en su defecto, el 
órgano de contratación dirija al licitador deberá formularse con claridad de 
manera que estos estén en condiciones de justificar plena y oportunamente la 
viabilidad de la oferta. 

Concretamente, la mesa de contratación o en su defecto el órgano de 
contratación podrá pedir justificación a estos licitadores sobre aquellas 
condiciones de la oferta que sean susceptibles de determinar el bajo nivel del 
precio o costes de la misma y, en particular, en lo que se refiere a los siguientes 
valores: 

a) El ahorro que permita el procedimiento de ejecución del contrato, 
b) Las soluciones técnicas adoptadas y las condiciones excepcionalmente 

favorables de que disponga para ejecutar la prestación, 
c) La originalidad de las prestaciones propuestas, 
d) El respeto de obligaciones que resulten aplicables en materia 

medioambiental, social o laboral, y de subcontratación, 
e) O la posible obtención de una ayuda de Estado. 
En el procedimiento deberá solicitarse el asesoramiento técnico del servicio 

correspondiente. 
En todo caso, los órganos de contratación rechazarán las ofertas si 

comprueban que son anormalmente bajas porque no cumplan las obligaciones 
aplicables en materia medioambiental, social o laboral, nacional o nacional o nacional o nacional o 
internacional, o vulnere la normativa sobre subcontratación. El rechazo será internacional, o vulnere la normativa sobre subcontratación. El rechazo será internacional, o vulnere la normativa sobre subcontratación. El rechazo será internacional, o vulnere la normativa sobre subcontratación. El rechazo será 
obligatorio asimismo cuando el poder aobligatorio asimismo cuando el poder aobligatorio asimismo cuando el poder aobligatorio asimismo cuando el poder adjudicador haya constatado que el djudicador haya constatado que el djudicador haya constatado que el djudicador haya constatado que el 
precio y los costes anormalmente bajos propuestos resultan de la precio y los costes anormalmente bajos propuestos resultan de la precio y los costes anormalmente bajos propuestos resultan de la precio y los costes anormalmente bajos propuestos resultan de la 
vulneración del derecho imperativo de la UE o del derecho nacional vulneración del derecho imperativo de la UE o del derecho nacional vulneración del derecho imperativo de la UE o del derecho nacional vulneración del derecho imperativo de la UE o del derecho nacional 
compatible con éste.compatible con éste.compatible con éste.compatible con éste.    

5. En los casos en que se compruebe que una oferta es anormalmente baja 
debido a que el licitador ha obtenido una ayuda de Estado, solo podrá 
rechazarse la proposición por esta única causa si aquel no puede acreditar que 
tal ayuda se ha concedido sin contravenir las disposiciones comunitarias en 
materia de ayudas públicas. El órgano de contratación que rechace una oferta 
por esta razón deberá informar de ello a la Comisión Europea, cuando el 
procedimiento de adjudicación se refiera a un contrato sujeto a regulación 
armonizada. 

6. La mesa de contratación, o en su defecto, el órgano de contratación 
evaluará toda la información y documentación proporcionada por el licitador en 
plazo y en el caso de que se trate de la mesa de contratación, elevará de    forma forma forma forma 
motivada motivada motivada motivada la correspondiente propuesta de aceptación o rechazo al órgano de 
contratación.    En ningún caso se admitirá la aceptación de la oferta sin que En ningún caso se admitirá la aceptación de la oferta sin que En ningún caso se admitirá la aceptación de la oferta sin que En ningún caso se admitirá la aceptación de la oferta sin que 
esté debidamente fundada la decisión.esté debidamente fundada la decisión.esté debidamente fundada la decisión.esté debidamente fundada la decisión.    

Si el órgano de contratación, considerando la justificación efectuada por el 
licitador y los informes mencionados en el apartado cuatro, estimase que la 
información recabada no explica satisfactoriamente el bajo nivel de los precios 
o costes propuestos por el licitador y que, por lo tanto, la oferta no puede ser 
cumplida como consecuencia de la inclusión de valores anormales, la excluirá 
de la clasificación y acordará la adjudicación a favor de la proposición 
económicamente más ventajosa, de acuerdo con el orden en que hayan sido 
clasificadas conforme a lo señalado en el apartado 1 del artículo 148.    En En En En 



 

general, se rechazarán las ofertas anormalmgeneral, se rechazarán las ofertas anormalmgeneral, se rechazarán las ofertas anormalmgeneral, se rechazarán las ofertas anormalmente bajas si estén basadas en ente bajas si estén basadas en ente bajas si estén basadas en ente bajas si estén basadas en 
hipótesis o prácticas inadecuadas desde el punto de vista técnico, hipótesis o prácticas inadecuadas desde el punto de vista técnico, hipótesis o prácticas inadecuadas desde el punto de vista técnico, hipótesis o prácticas inadecuadas desde el punto de vista técnico, 
económico o jurídico.económico o jurídico.económico o jurídico.económico o jurídico.    

7. A los efectos de proteger el buen fin del contrato, y los problemas 7. A los efectos de proteger el buen fin del contrato, y los problemas 7. A los efectos de proteger el buen fin del contrato, y los problemas 7. A los efectos de proteger el buen fin del contrato, y los problemas 
para su ejecución que se derivan de ofertas por debajo de coste dpara su ejecución que se derivan de ofertas por debajo de coste dpara su ejecución que se derivan de ofertas por debajo de coste dpara su ejecución que se derivan de ofertas por debajo de coste del el el el 
mercado, los Pliegos de contratación incluirán prescripciones para que en el mercado, los Pliegos de contratación incluirán prescripciones para que en el mercado, los Pliegos de contratación incluirán prescripciones para que en el mercado, los Pliegos de contratación incluirán prescripciones para que en el 
momento de valoración de las ofertas económicas no se otorgue momento de valoración de las ofertas económicas no se otorgue momento de valoración de las ofertas económicas no se otorgue momento de valoración de las ofertas económicas no se otorgue 
puntuación alguna a aquellas ofertas que rebasen un determinado puntuación alguna a aquellas ofertas que rebasen un determinado puntuación alguna a aquellas ofertas que rebasen un determinado puntuación alguna a aquellas ofertas que rebasen un determinado 
porcentaje de baja sobre el presupuesto base de liporcentaje de baja sobre el presupuesto base de liporcentaje de baja sobre el presupuesto base de liporcentaje de baja sobre el presupuesto base de licitación, o bien, citación, o bien, citación, o bien, citación, o bien, 
alternativamente, para que dichas puntuaciones tengan un valor alternativamente, para que dichas puntuaciones tengan un valor alternativamente, para que dichas puntuaciones tengan un valor alternativamente, para que dichas puntuaciones tengan un valor 
progresivamente decreciente a partir de ese porcentaje de baja.progresivamente decreciente a partir de ese porcentaje de baja.progresivamente decreciente a partir de ese porcentaje de baja.progresivamente decreciente a partir de ese porcentaje de baja.    

8. Cuando se adjudiquen contratos a licitadores incursos en ofertas 8. Cuando se adjudiquen contratos a licitadores incursos en ofertas 8. Cuando se adjudiquen contratos a licitadores incursos en ofertas 8. Cuando se adjudiquen contratos a licitadores incursos en ofertas 
anormalmente bajas, se articularán por el óanormalmente bajas, se articularán por el óanormalmente bajas, se articularán por el óanormalmente bajas, se articularán por el órgano de contratación medios rgano de contratación medios rgano de contratación medios rgano de contratación medios 
de supervisión y control adecuados para impedir desfases del importe de de supervisión y control adecuados para impedir desfases del importe de de supervisión y control adecuados para impedir desfases del importe de de supervisión y control adecuados para impedir desfases del importe de 
adjudicación no justificados.adjudicación no justificados.adjudicación no justificados.adjudicación no justificados.    
    

    

        



 

(15ª)(15ª)(15ª)(15ª) Artículo 196. Pago del precio. 
Enmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificaciónEnmienda de modificación. 

Artículo 196. Pago del precio. 

1. El contratista tendrá derecho al abono del precio convenido por la 
prestación realizada en los términos establecidos en esta Ley y en el contrato. 

2. El pago del precio podrá hacerse de manera total o parcial, mediante 
abonos a cuenta o, en el caso de contratos de tracto sucesivo, mediante pago 
en cada uno de los vencimientos que se hubiesen estipulado. 

En los casos en que el importe acumulado de los abonos a cuenta sea igual 
o superior con motivo del siguiente pago al 90 por ciento del precio del 
contrato incluidas, en su caso, las modificaciones aprobadas, al expediente de 
pago que se tramite habrá de acompañarse, cuando resulte preceptiva, la 
comunicación efectuada a la Intervención correspondiente para su eventual 
asistencia a la recepción en el ejercicio de sus funciones de comprobación 
material de la inversión. 

3. El contratista tendrá también derecho a percibir abonos a cuenta por el 
importe de las operaciones preparatorias de la ejecución del contrato y que 
estén comprendidas en el objeto del mismo, en las condiciones señaladas en los 
respectivos pliegos, debiéndose asegurar los referidos pagos mediante la 
prestación de garantía. 

4. La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los 
treinta días siguientes a la fecha de aprobación de las certificaciones de obra o 
de los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el 
contrato de los bienes entregados o servicios prestados, sin perjuicio de lo 
establecido en el apartado 4 del artículo 208, y si se demorase, deberá abonar 
al contratista, a partir del cumplimiento de dicho plazo de treinta días los 
intereses de demora y la indemnización por los costes de cobro en los términos 
previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. Para que 
haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo de intereses, el 
contratista deberá haber cumplido la obligación de presentar la factura ante el 
registro administrativo correspondiente en los términos establecidos en la 
normativa vigente sobre factura electrónica, en tiempo y forma, en el plazo de 
treinta días desde la fecha de entrega efectiva de las mercancías o la 
prestación del servicio. 

Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 4 del artículo 208 y en el 
apartado 1 del artículo 241, la Administración deberá aprobar las certificaciones 
de obra o los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el 
contrato de los bienes entregados o servicios prestados dentro de los treinta 
días siguientes a la entrega efectiva de los bienes o prestación del servicio, 
salvo acuerdo expreso en contrario establecido en el contrato y en alguno de 
los documentos que rijan la licitación, siempre que no sea manifiestamente 
abusivo para el acreedor en el sentido del artículo 9 de la Ley 3/2004, de 29 de 



 

diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en 
las operaciones comerciales. 

En todo caso, si el contratista incumpliera el plazo de treinta días para 
presentar la factura ante el registro administrativo correspondiente en los 
términos establecidos en la normativa vigente sobre factura electrónica, el 
devengo de intereses no se iniciará hasta transcurridos treinta días desde la 
fecha de la correcta presentación de la factura, sin que la Administración haya 
aprobado la conformidad, si procede, y efectuado el correspondiente abono. 

5. Si la demora en el pago fuese superior a cuatro meses, el contratista 
podrá proceder, en su caso, a la suspensión del cumplimiento del contrato, 
debiendo comunicar a la Administración, con un mes de antelación, tal 
circunstancia, a efectos del reconocimiento de los derechos que puedan 
derivarse de dicha suspensión, en los términos establecidos en esta Ley. 

6. Si la demora de la Administración fuese superior a seis meses, el 
contratista tendrá derecho, asimismo, a resolver el contrato y al resarcimiento 
de los perjuicios que como consecuencia de ello se le originen. 

7. Sin perjuicio de lo establecido en las normas tributarias y de la Seguridad 
Social, los abonos a cuenta que procedan por la ejecución del contrato, solo 
podrán ser embargados en los siguientes supuestos: 

a) Para el pago de los salarios devengados por el personal del contratista en 
la ejecución del contrato y de las cuotas sociales derivadas de los mismos. 

b) Para el pago de las obligaciones contraídas por el contratista con los 
subcontratistas y suministradores referidas a la ejecución del contrato. 

8. Las Comunidades Autónomas podrán reducir los plazos de treinta días, 
cuatro meses y seis meses establecidos en los apartados 4, 5 y 6 de este 
artículo 
    

Justificación 

Tras las modificaciones introducidas en la Ley 3/2004 en el año 2010 (Ley 

15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre) y 

el 2013 (Real Decreto 4/2013, de 22 de febrero y la Ley 11/2013 de 26 de julio, 

ambas de medidas de apoyo al emprendedor y de estimulo del crecimiento y de 

la creación de empleo), el periodo de tiempo que tienen tanto empresas como 

administraciones públicas para comprobar o verificar la conformidad de los 

bienes entregados o servicios prestados es de 30 días naturales desde la 

recepción de los bienes o la prestación de los servicios. 

 

Por tanto, el artículo 196.4 del Proyecto de LCSP al posibilitar que mediante 

acuerdo expreso en contrato o cualquier documento que rija una licitación las 

Administraciones Públicas puedan ampliar, sin indicar un máximo, el plazo para 



 

aprobar las certificaciones de obra o los documentos que acrediten la 

conformidad con lo dispuesto en el contrato, se configura como un precepto 

contrario a la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas 

de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. 

 

Así mismo, el artículo 196.4 del Proyecto de LCSP es totalmente contrario a la 

Directiva 2011/7/UE por la que se establecen medidas de lucha contra la 

morosidad en las operaciones comerciales. 

 

En primer lugar porque el apartado 3 del artículo 4 de la Directiva 2011/7/UE, 16 

de febrero, determina el inicio del cómputo del plazo de pago que deben cumplir 

los poderes públicos en las operaciones comerciales con empresas (que es de 

30 días), desde la recepción de la factura o solicitud de pago equivalente, o en 

caso que la fecha de dicha recepción sea dudosa, a partir de la recepción de los 

bienes o la prestación del servicio.  

 

Mientras que el artículo 196.4 del Proyecto de LCSP determina el inicio del 

plazo de pago, siempre a la fecha de aprobación de las certificaciones de obra 

o de los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el 

contrato de los bienes entregados o servicios prestados, condicionando, 

consecuentemente, el pago por parte del deudor a un acto (verificación y 

comprobación) que ha de hacer éste, en el que no puede intervenir el acreedor y 

que se puede extender por encima de los 30 días naturales, ya que cabe la 

posibilidad que el mismo se amplíe por acuerdo expreso o en alguno de los 

documentos que rijan la licitación. 

 

Y en segundo lugar, porque una deliberada ampliación por encima de los 30 

días naturales, en la duración del procedimiento para la verificación o 

aceptación de los bienes entregados o los servicios prestados impuesta por la 

parte más fuerte de la relación contractual, como es la Administración, ya que 

cabe recordar que dicha ampliación del plazo puede estar en algunos de los 

documentos que rijan la licitación, conlleva una clara infracción del artículo 4 

de la Directiva 2011/7/UE que regula las operaciones entre empresas y poderes 

públicos, y más concretamente el apartado 6 al establecer que “Los Estados 

miembros se asegurarán de que en los contratos no se fijen plazos de pago 

más largos que los indicados en el apartado 3, salvo acuerdo expreso en 

contrario recogido en el contrato y siempre que ello esté objetivamente 

justificado por la naturaleza o características particulares del contrato y que, 

en ningún caso, excedan de 60 días naturales”. 

 



 

No pudiendo, consecuentemente, haber un periodo de tiempo para la 

verificación de la conformidad con los bienes entregados o los servicios 

prestados que no esté limitado en el tiempo, como sucede con el artículo 196.4 

del Proyecto de LCSP, ya que si el mandato europeo es que los poderes 

públicos paguen a los 30 días naturales desde la recepción de la factura, o 

desde la recepción de los bienes o prestación de servicios, si estos se reciben 

con posterioridad a la factura, pudiendo ampliar dicho plazo de pago hasta un 

máximo de 60 días para determinados supuestos, no es ajustado a derecho 

europeo que una Administración Española incumpla el plazo máximo de pago 

de 60 días desde recepción de bienes o prestación de servicios, a través de la 

ampliación del plazo del procedimiento de aceptación o verificación de los 

bienes entregados o los servicios prestados, que siempre es el procedimiento 

previo al pago de cualquier factura que debe pagar la administración en el 

Estado Español, tal y como reza en el primer párrafo del artículo 196.4 del 

Proyecto de LCSP: " La Administración tendrá la obligación de abonar el precio 

dentro de los treinta días siguientes a la fecha de aprobación de las 

certificaciones de obra o de los documentos que acrediten la conformidad con 

lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados o servicios prestados,(…)”) 

 

La Directiva 2011/7/UE establece en su articulado (4.3. iv) y 4.5) la posibilidad 

que se establezca un procedimiento de aceptación o comprobación para 

verificar la conformidad con los servicios o bienes entregados, pero nunca 

condiciona el inicio del cómputo del plazo de pago a la finalización de dicho 

procedimiento de verificación, sino todo lo contrario, ya que en tales supuestos 

el deudor debe seguir pagando a los 30 días de la recepción de la factura; y aún 

máxime, cuando el deudor debe iniciar su procedimiento de verificación a partir 

de la recepción de los bienes o servicios, o sea, con bastante anterioridad a la 

recepción de la factura. 

 

En virtud de lo expuesto, se comprueba que la directiva europea contra la 

morosidad, marca un día de inicio de cómputo del plazo de pago totalmente 

determinable (recepción de factura o solicitud de pago equivalente, y si la 

fecha de esta recepción fuera dudosa, desde la recepción de los bienes o la 

prestación de los servicios; independientemente que haya o no un proceso de 

verificación), y que dicho criterio objetivo de inicio de cómputo de plazo de 

pago no puede ser cambiado en perjuicio del acreedor por parte de los Estados 

miembros, tal y como sucede con el artículo 196.4 del Proyecto de LCSP, ya que 

la redacción dada a dicho artículo es un claro y fragante incumplimiento de la 

directiva europea, pudiendo ésta directiva ser de aplicación directa en el 

Estado miembro cuando su transposición no se ajusta a las directrices dadas. 



 

Tanto la Directiva 2011/7/UE como la Ley 3/2004, tienen un mismo ámbito de 

aplicación como es regular todos los pagos efectuados como contraprestación 

en las operaciones comerciales realizadas entre empresas, o entre empresas y 

la Administración (poderes públicos), debiendo haber una correlación y armonía 

entre las normas que establecen plazos de pago, y no una dicotomía o una 

clara contradicción entre unas y otras, como sucede en la actual regulación 

española. 

    

Propuesta: 

Artículo 196. Pago del precio. 
1. El contratista tendrá derecho al abono del precio convenido por la 

prestación realizada en los términos establecidos en esta Ley y en el contrato. 
2. El pago del precio podrá hacerse de manera total o parcial, mediante 

abonos a cuenta o, en el caso de contratos de tracto sucesivo, mediante pago 
en cada uno de los vencimientos que se hubiesen estipulado. 

En los casos en que el importe acumulado de los abonos a cuenta sea igual 
o superior con motivo del siguiente pago al 90 por ciento del precio del 
contrato incluidas, en su caso, las modificaciones aprobadas, al expediente de 
pago que se tramite habrá de acompañarse, cuando resulte preceptiva, la 
comunicación efectuada a la Intervención correspondiente para su eventual 
asistencia a la recepción en el ejercicio de sus funciones de comprobación 
material de la inversión. 

3. El contratista tendrá también derecho a percibir abonos a cuenta por el 
importe de las operaciones preparatorias de la ejecución del contrato y que 
estén comprendidas en el objeto del mismo, en las condiciones señaladas en los 
respectivos pliegos, debiéndose asegurar los referidos pagos mediante la 
prestación de garantía. 

4. La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los 
treinta días siguientes a la fecha de la entrada de la factura, o solicitud de a la fecha de la entrada de la factura, o solicitud de a la fecha de la entrada de la factura, o solicitud de a la fecha de la entrada de la factura, o solicitud de 
pago equivalente, en el registro administrativopago equivalente, en el registro administrativopago equivalente, en el registro administrativopago equivalente, en el registro administrativo, y si esta fecha fuera dudosa 
dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la recepción de los bienes o 
prestación del servicio, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 4 del 
artículo 208, y si se demorase, deberá abonar al contratista, a partir del 
cumplimiento de dicho plazo de treinta días los intereses de demora y la 
indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en la Ley 
3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra 
la morosidad en las operaciones comerciales. Para que haya lugar al inicio del 
cómputo de plazo para el devengo de intereses, el contratista deberá de haber 
cumplido la obligación de presentar la factura ante el registro administrativo 
correspondiente, en tiempo y forma, en el plazo de treinta días desde la fecha 
de entrega efectiva de las mercancías o la prestación del servicio. 

Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 4 del artículo 208 y en el 
apartado 1 del artículo 241, la Administración deberá aprobar las certificaciones 
de obra o los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el 



 

contrato de los bienes entregados o servicios prestados dentro de los treinta 
días siguientes a la entrega efectiva de los bienes o prestación del servicio. 

En todo caso, si el contratista incumpliera el plazo de treinta días para 
presentar la factura ante el registro administrativo, el devengo de intereses no 
se iniciará hasta transcurridos treinta días desde la fecha de presentación de la 
factura en el registro correspondiente, sin que la Administración haya aprobado 
la conformidad, si procede, y efectuado el correspondiente abono. 
        



 

(16ª)(16ª)(16ª)(16ª) Artículo 213. Subcontratación. 
Enmienda de Enmienda de Enmienda de Enmienda de eliminación (punto 9)eliminación (punto 9)eliminación (punto 9)eliminación (punto 9). 

Artículo 213. Subcontratación. 

1. El contratista podrá concertar con terceros la realización parcial de la 
prestación con sujeción a lo que dispongan los pliegos, salvo que conforme a lo 
establecido en las letras d) y e) del apartado 2.º de este artículo, la prestación o 
parte de la misma haya de ser ejecutada directamente por el primero. 

En ningún caso la limitación de la subcontratación podrá suponer que se 
produzca una restricción efectiva de la competencia, sin perjuicio de lo 
establecido en la presente Ley respecto a los contratos de carácter secreto o 
reservado, o aquellos cuya ejecución deba ir acompañada de medidas de 
seguridad especiales de acuerdo con disposiciones legales o reglamentarias o 
cuando lo exija la protección de los intereses esenciales de la seguridad del 
Estado. 

2. La celebración de los subcontratos estará sometida al cumplimiento de 
los siguientes requisitos: 

a) Si así se prevé en los pliegos, los licitadores deberán indicar en la oferta la 
parte del contrato que tengan previsto subcontratar, señalando su importe, y el 
nombre o el perfil empresarial, definido por referencia a las condiciones de 
solvencia profesional o técnica, de los subcontratistas a los que se vaya a 
encomendar su realización. 

b) En todo caso, el contratista deberá comunicar por escrito, tras la 
adjudicación del contrato y, a más tardar, cuando inicie la ejecución de éste, al 
órgano de contratación la intención de celebrar los subcontratos, señalando la 
parte de la prestación que se pretende subcontratar y la identidad, datos de 
contacto y representante o representantes legales del subcontratista, y 
justificando suficientemente la aptitud de este para ejecutarla por referencia a 
los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia, y 
acreditando que el mismo no se encuentra incurso en prohibición de contratar 
de acuerdo con el artículo 71. 

El contratista principal deberá notificar por escrito al órgano de 
contratación cualquier modificación que sufra esta información durante la 
ejecución del contrato principal, y toda la información necesaria sobre los 
nuevos subcontratistas. 

En el caso que el subcontratista tuviera la clasificación adecuada para 
realizar la parte del contrato objeto de la subcontratación, la comunicación de 
esta circunstancia será suficiente para acreditar la aptitud del mismo. 

La acreditación de la aptitud del subcontratista podrá realizarse 
inmediatamente después de la celebración del subcontrato si esta es necesaria 
para atender a una situación de emergencia o que exija la adopción de medidas 
urgentes y así se justifica suficientemente. 



 

c) Si los pliegos hubiesen impuesto a los licitadores la obligación de 
comunicar las circunstancias señaladas en la letra a) del presente apartado, los 
subcontratos que no se ajusten a lo indicado en la oferta, por celebrarse con 
empresarios distintos de los indicados nominativamente en la misma o por 
referirse a partes de la prestación diferentes a las señaladas en ella, no podrán 
celebrarse hasta que transcurran veinte días desde que se hubiese cursado la 
notificación y aportado las justificaciones a que se refiere la letra b) de este 
apartado, salvo que con anterioridad hubiesen sido autorizados expresamente, 
siempre que la Administración no hubiese notificado dentro de este plazo su 
oposición a los mismos. Este régimen será igualmente aplicable si los 
subcontratistas hubiesen sido identificados en la oferta mediante la 
descripción de su perfil profesional. 

Bajo la responsabilidad del contratista, los subcontratos podrán concluirse 
sin necesidad de dejar transcurrir el plazo de veinte días si su celebración es 
necesaria para atender a una situación de emergencia o que exija la adopción 
de medidas urgentes y así se justifica suficientemente. 

d) En los contratos de carácter secreto o reservado, o en aquellos cuya 
ejecución deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales de acuerdo 
con disposiciones legales o reglamentarias o cuando lo exija la protección de 
los intereses esenciales de la seguridad del Estado, la subcontratación 
requerirá siempre autorización expresa del órgano de contratación. 

e) De conformidad con lo establecido en el apartado 4 del artículo 75, en los 
contratos de obras, los contratos de servicios o los servicios o trabajos de 
colocación o instalación en el contexto de un contrato de suministro, los 
órganos de contratación podrán establecer en los pliegos que determinadas 
tareas críticas no puedan ser objeto de subcontratación, debiendo ser estas 
ejecutadas directamente por el contratista principal. La determinación de las 
tareas críticas deberá ser objeto de justificación en el expediente de 
contratación. 

3. La infracción de las condiciones establecidas en el apartado anterior para 
proceder a la subcontratación, así como la falta de acreditación de la aptitud 
del subcontratista o de las circunstancias determinantes de la situación de 
emergencia o de las que hacen urgente la subcontratación, tendrá, entre otras 
previstas en esta Ley, y en función de la repercusión en la ejecución del 
contrato, alguna de las siguientes consecuencias, cuando así se hubiera 
previsto en los pliegos: 

a) La imposición al contratista de una penalidad de hasta un 50 por 100 del 
importe del subcontrato. 

b) La resolución del contrato, siempre y cuando se cumplan los requisitos 
establecidos en el segundo párrafo de la letra f) del apartado 1 del artículo 209. 

4. Los subcontratistas quedarán obligados solo ante el contratista principal 
que asumirá, por tanto, la total responsabilidad de la ejecución del contrato 
frente a la Administración, con arreglo estricto a los pliegos de cláusulas 



 

administrativas particulares o documento descriptivo, y a los términos del 
contrato, incluido el cumplimiento de las obligaciones en materia 
medioambiental, social o laboral a que se refiere el artículo 199. 

El conocimiento que tenga la Administración de los subcontratos 
celebrados en virtud de las comunicaciones a que se refieren las letras b) y c) 
del apartado 2 de este artículo, o la autorización que otorgue en el supuesto 
previsto en la letra d) de dicho apartado, no alterarán la responsabilidad 
exclusiva del contratista principal. 

5. En ningún caso podrá concertarse por el contratista la ejecución parcial 
del contrato con personas inhabilitadas para contratar de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico o comprendidas en alguno de los supuestos del artículo 
71. 

6. El contratista deberá informar a los representantes de los trabajadores de 
la subcontratación, de acuerdo con la legislación laboral. 

7. Los órganos de contratación podrán imponer al contratista, advirtiéndolo 
en los pliegos, la subcontratación con terceros no vinculados al mismo, de 
determinadas partes de la prestación que no excedan en su conjunto del 50 por 
ciento del presupuesto base de licitación del contrato, cuando gocen de una 
sustantividad propia dentro del conjunto que las haga susceptibles de 
ejecución separada, por tener que ser realizadas por empresas que cuenten con 
una determinada habilitación profesional o poder atribuirse su realización a 
empresas con una clasificación adecuada para realizarla. 

Las obligaciones impuestas conforme a lo previsto en el párrafo anterior 
tendrán simultáneamente la consideración de condiciones especiales de 
ejecución a los efectos previstos en el apartado 1 del artículo 190 y la de 
obligaciones esenciales a los efectos prevenidos en la letra f) del apartado 1 del 
artículo 209. 

8. Los subcontratos y los contratos de suministro a que se refieren los 
artículos 213 a 215 tendrán en todo caso naturaleza privada. 

9. Los subcontratistas no tendrán en ningún caso acción directa frente a la 
Administración contratante por las obligaciones contraídas con ellos por el 
contratista como consecuencia de la ejecución del contrato principal y de los 
subcontratos. 
    

 

 

Justificación 

Debe tenerse en cuenta que el artículo 71.3 de la Directiva 2014/24/UE, habilita 

a los Estados miembros a prever que, “a petición del subcontratista y cuando la 

naturaleza del contrato lo permita, el poder adjudicador transfiera 

directamente al subcontratista las cantidades que se le adeuden por los 



 

servicios prestados, los suministros entregados o las obras realizadas para el 

operador económico al que se haya adjudicado el contrato público (el 

contratista principal)”.  

 

Por ello proponemos la eliminación de la prohibición expresa y manifestamos la 

conveniencia de introducir reglamentariamente alguna fórmula que contemple 

dicho pago directo a los subcontratistas. 

    

Propuesta: 

Artículo 213. Subcontratación. 

1. El contratista podrá concertar con terceros la realización parcial de la 
prestación con sujeción a lo que dispongan los pliegos, salvo que conforme a lo 
establecido en las letras d) y e) del apartado 2.º de este artículo, la prestación o 
parte de la misma haya de ser ejecutada directamente por el primero. 

En ningún caso la limitación de la subcontratación podrá suponer que se 
produzca una restricción efectiva de la competencia, sin perjuicio de lo 
establecido en la presente Ley respecto a los contratos de carácter secreto o 
reservado, o aquellos cuya ejecución deba ir acompañada de medidas de 
seguridad especiales de acuerdo con disposiciones legales o reglamentarias o 
cuando lo exija la protección de los intereses esenciales de la seguridad del 
Estado. 

2. La celebración de los subcontratos estará sometida al cumplimiento de 
los siguientes requisitos: 

a) Si así se prevé en los pliegos, los licitadores deberán indicar en la oferta la 
parte del contrato que tengan previsto subcontratar, señalando su importe, y el 
nombre o el perfil empresarial, definido por referencia a las condiciones de 
solvencia profesional o técnica, de los subcontratistas a los que se vaya a 
encomendar su realización. 

b) En todo caso, el contratista deberá comunicar por escrito, tras la 
adjudicación del contrato y, a más tardar, cuando inicie la ejecución de éste, al 
órgano de contratación la intención de celebrar los subcontratos, señalando la 
parte de la prestación que se pretende subcontratar y la identidad, datos de 
contacto y representante o representantes legales del subcontratista, y 
justificando suficientemente la aptitud de este para ejecutarla por referencia a 
los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia, y 
acreditando que el mismo no se encuentra incurso en prohibición de contratar 
de acuerdo con el artículo 71. 

El contratista principal deberá notificar por escrito al órgano de 
contratación cualquier modificación que sufra esta información durante la 
ejecución del contrato principal, y toda la información necesaria sobre los 
nuevos subcontratistas. 



 

En el caso que el subcontratista tuviera la clasificación adecuada para 
realizar la parte del contrato objeto de la subcontratación, la comunicación de 
esta circunstancia será suficiente para acreditar la aptitud del mismo. 

La acreditación de la aptitud del subcontratista podrá realizarse 
inmediatamente después de la celebración del subcontrato si esta es necesaria 
para atender a una situación de emergencia o que exija la adopción de medidas 
urgentes y así se justifica suficientemente. 

c) Si los pliegos hubiesen impuesto a los licitadores la obligación de 
comunicar las circunstancias señaladas en la letra a) del presente apartado, los 
subcontratos que no se ajusten a lo indicado en la oferta, por celebrarse con 
empresarios distintos de los indicados nominativamente en la misma o por 
referirse a partes de la prestación diferentes a las señaladas en ella, no podrán 
celebrarse hasta que transcurran veinte días desde que se hubiese cursado la 
notificación y aportado las justificaciones a que se refiere la letra b) de este 
apartado, salvo que con anterioridad hubiesen sido autorizados expresamente, 
siempre que la Administración no hubiese notificado dentro de este plazo su 
oposición a los mismos. Este régimen será igualmente aplicable si los 
subcontratistas hubiesen sido identificados en la oferta mediante la 
descripción de su perfil profesional. 

Bajo la responsabilidad del contratista, los subcontratos podrán concluirse 
sin necesidad de dejar transcurrir el plazo de veinte días si su celebración es 
necesaria para atender a una situación de emergencia o que exija la adopción 
de medidas urgentes y así se justifica suficientemente. 

d) En los contratos de carácter secreto o reservado, o en aquellos cuya 
ejecución deba ir acompañada de medidas de seguridad especiales de acuerdo 
con disposiciones legales o reglamentarias o cuando lo exija la protección de 
los intereses esenciales de la seguridad del Estado, la subcontratación 
requerirá siempre autorización expresa del órgano de contratación. 

e) De conformidad con lo establecido en el apartado 4 del artículo 75, en los 
contratos de obras, los contratos de servicios o los servicios o trabajos de 
colocación o instalación en el contexto de un contrato de suministro, los 
órganos de contratación podrán establecer en los pliegos que determinadas 
tareas críticas no puedan ser objeto de subcontratación, debiendo ser estas 
ejecutadas directamente por el contratista principal. La determinación de las 
tareas críticas deberá ser objeto de justificación en el expediente de 
contratación. 

3. La infracción de las condiciones establecidas en el apartado anterior para 
proceder a la subcontratación, así como la falta de acreditación de la aptitud 
del subcontratista o de las circunstancias determinantes de la situación de 
emergencia o de las que hacen urgente la subcontratación, tendrá, entre otras 
previstas en esta Ley, y en función de la repercusión en la ejecución del 
contrato, alguna de las siguientes consecuencias, cuando así se hubiera 
previsto en los pliegos: 



 

a) La imposición al contratista de una penalidad de hasta un 50 por 100 del 
importe del subcontrato. 

b) La resolución del contrato, siempre y cuando se cumplan los requisitos 
establecidos en el segundo párrafo de la letra f) del apartado 1 del artículo 209. 

4. Los subcontratistas quedarán obligados solo ante el contratista principal 
que asumirá, por tanto, la total responsabilidad de la ejecución del contrato 
frente a la Administración, con arreglo estricto a los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares o documento descriptivo, y a los términos del 
contrato, incluido el cumplimiento de las obligaciones en materia 
medioambiental, social o laboral a que se refiere el artículo 199. 

El conocimiento que tenga la Administración de los subcontratos 
celebrados en virtud de las comunicaciones a que se refieren las letras b) y c) 
del apartado 2 de este artículo, o la autorización que otorgue en el supuesto 
previsto en la letra d) de dicho apartado, no alterarán la responsabilidad 
exclusiva del contratista principal. 

5. En ningún caso podrá concertarse por el contratista la ejecución parcial 
del contrato con personas inhabilitadas para contratar de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico o comprendidas en alguno de los supuestos del artículo 
71. 

6. El contratista deberá informar a los representantes de los trabajadores de 
la subcontratación, de acuerdo con la legislación laboral. 

7. Los órganos de contratación podrán imponer al contratista, advirtiéndolo 
en los pliegos, la subcontratación con terceros no vinculados al mismo, de 
determinadas partes de la prestación que no excedan en su conjunto del 50 por 
ciento del presupuesto base de licitación del contrato, cuando gocen de una 
sustantividad propia dentro del conjunto que las haga susceptibles de 
ejecución separada, por tener que ser realizadas por empresas que cuenten con 
una determinada habilitación profesional o poder atribuirse su realización a 
empresas con una clasificación adecuada para realizarla. 

Las obligaciones impuestas conforme a lo previsto en el párrafo anterior 
tendrán simultáneamente la consideración de condiciones especiales de 
ejecución a los efectos previstos en el apartado 1 del artículo 190 y la de 
obligaciones esenciales a los efectos prevenidos en la letra f) del apartado 1 del 
artículo 209. 

8. Los subcontratos y los contratos de suministro a que se refieren los 
artículos 213 a 215 tendrán en todo caso naturaleza privada. 
    

  



 

(17ª)(17ª)(17ª)(17ª) Artículo 214. Pagos a subcontratistas y suministradores. 
Enmienda de Enmienda de Enmienda de Enmienda de eliminació y modificacióneliminació y modificacióneliminació y modificacióneliminació y modificación. 

 

Artículo 214. Pagos a subcontratistas y suministradores. 

1. El contratista debe obligarse a abonar a los subcontratistas o 
suministradores el precio pactado en los plazos y condiciones que se indican a 
continuación. 

2. Los plazos fijados no podrán ser más desfavorables que los previstos en el 
apartado 4 del artículo 196 para las relaciones entre la Administración y el 
contratista, y se computarán desde la fecha de aprobación por el contratista 
principal de la factura emitida por el subcontratista o el suministrador, con 
indicación de su fecha y del período a que corresponda. 

3. La aprobación o conformidad deberá otorgarse en un plazo máximo de 
treinta días desde la presentación de la factura. Dentro del mismo plazo 
deberán formularse, en su caso, los motivos de disconformidad a la misma. 

4. El contratista deberá abonar las facturas en el plazo fijado de 
conformidad con lo previsto en el apartado 2. En caso de demora en el pago, el 
subcontratista o el suministrador tendrá derecho al cobro de los intereses de 
demora y la indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en 
la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha 
contra la morosidad en las operaciones comerciales, sin que en ningún caso 
pueda ser inferior al establecido para las Administraciones Públicas en el 
apartado 4 del artículo 196. 

5. El contratista podrá pactar con los suministradores y subcontratistas 
plazos de pago superiores a los establecidos en el presente artículo, respetando 
los límites previstos en el artículo 4.3 de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por 
la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales, siempre que dicho pacto no constituya una cláusula abusiva de 
acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 9 de la Ley 3/2004, de 29 
de diciembre, y que el pago se instrumente mediante un documento negociable 
que lleve aparejada la acción cambiaria, cuyos gastos de descuento o 
negociación corran en su integridad de cuenta del contratista. Adicionalmente, 
el suministrador o subcontratista podrá exigir que el pago se garantice 
mediante aval. 

6. Los subcontratistas no podrán renunciar válidamente, antes o después de 
su adquisición, a los derechos que tengan reconocidos por este artículo, sin que 
sea de aplicación a este respecto el artículo 1.110 del Código Civil. 
 

Justificación 

En virtud del art. 214.2 del PLCSP El plazo de pago del contratista a los 

subcontratistas o suministradores no podrá ser más desfavorable que el de 30 



 

días naturales, previstos en el artículo 196.4 para las relaciones entre la 

Administración y el contratista.  

Este plazo conforme al espíritu de la ley contra la morosidad debe ser 

imperativo y no puede ser ampliado por acuerdo entre las partes. 

La posibilidad de pacto entre las parte que introduce el art. 214.5 del PLCSP es 

contrario al referido espíritu y produce una incertidumbre legal sobre el plazo de 

pago máximo aplicable a los suministradores y subcontratistas del contratista, 

por lo que al amparo del principio de seguridad jurídica deben derogarse 

expresamente el artículo 214.5 del PLCSP. 

 

 

 

 

Propuesta: 

Artículo 214. Pagos a subcontratistas y suministradores. 
1. El contratista debe obligarse a abonar a los subcontratistas o 

suministradores el precio pactado en los plazos y condiciones que se indican a 
continuación. 

2. Los plazos fijados no podrán ser más desfavorables que los previstos en el 
apartado 4 del artículo 196 para las relaciones entre la Administración y el 
contratista, y se computarán desde la fecha de aprobación por el contratista 
principal de la factura emitida por el subcontratista o el suministrador, con 
indicación de su fecha y del período a que corresponda. 

3. La aprobación o conformidad deberá otorgarse en un plazo máximo de 
treinta días desde la presentación de la factura. Dentro del mismo plazo 
deberán formularse, en su caso, los motivos de disconformidad a la misma. 

4. El contratista deberá abonar las facturas en el plazo fijado de 
conformidad con lo previsto en el apartado 2. En caso de demora en el pago, el 
subcontratista o el suministrador tendrá derecho al cobro de los intereses de 
demora y la indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en 
la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha 
contra la morosidad en las operaciones comerciales, sin que en ningún caso 
pueda ser inferior al establecido para las Administraciones Públicas en el 
apartado 4 del artículo 196    

5. Si el contratista no cumpliese con la obligación abonar las facturas en 5. Si el contratista no cumpliese con la obligación abonar las facturas en 5. Si el contratista no cumpliese con la obligación abonar las facturas en 5. Si el contratista no cumpliese con la obligación abonar las facturas en 
el plazo fijado de conformidad con lo previsto en el apartado 2, los órgel plazo fijado de conformidad con lo previsto en el apartado 2, los órgel plazo fijado de conformidad con lo previsto en el apartado 2, los órgel plazo fijado de conformidad con lo previsto en el apartado 2, los órganos anos anos anos 
de contratación abonaran las facturas deduciéndose el importe satisfecho de contratación abonaran las facturas deduciéndose el importe satisfecho de contratación abonaran las facturas deduciéndose el importe satisfecho de contratación abonaran las facturas deduciéndose el importe satisfecho 
y los correspondientes intereses de demora del precio del contratoy los correspondientes intereses de demora del precio del contratoy los correspondientes intereses de demora del precio del contratoy los correspondientes intereses de demora del precio del contrato    

6. Los subcontratistas no podrán renunciar válidamente, antes o después de 
su adquisición, a los derechos que tengan reconocidos por este artículo, sin que 
sea de aplicación a este respecto el artículo 1.110 del Código Civil. 
    

  



 

(18ª)(18ª)(18ª)(18ª) Artículo 215. Comprobación de los pagos a los subcontratistas o 
suministradores. 
Enmienda de Enmienda de Enmienda de Enmienda de modificaciónmodificaciónmodificaciónmodificación.  

 

Artículo 215. Comprobación de los pagos a los subcontratistas o 
suministradores. 

Las Administraciones Públicas y demás entes públicos contratantes podrán 
comprobar el estricto cumplimiento de los pagos que los contratistas 
adjudicatarios de los contratos públicos, calificados como tales en el artículo 5, 
han de hacer a todos los subcontratistas o suministradores que participen en 
los mismos. 

En tal caso, los contratistas adjudicatarios remitirán al ente público 
contratante, cuando este lo solicite, relación detallada de aquellos 
subcontratistas o suministradores que participen en el contrato cuando se 
perfeccione su participación, junto con aquellas condiciones de 
subcontratación o suministro de cada uno de ellos que guarden una relación 
directa con el plazo de pago. Asimismo, deberán aportar a solicitud del ente 
público contratante justificante de cumplimiento de los pagos a aquellos una 
vez terminada la prestación dentro de los plazos de pago legalmente 
establecidos en el artículo 214 y en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la 
que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales en lo que le sea de aplicación. Estas obligaciones, que se incluirán 
en los anuncios de licitación y en los correspondientes pliegos de condiciones o 
en los contratos, se consideran condiciones especiales de ejecución, cuyo 
incumplimiento, además de las consecuencias previstas por el ordenamiento 
jurídico, permitirá la imposición de las penalidades que a tal efecto se 
contengan en los pliegos. 
 

Justificación 

La lucha contra la morosidad requiere un mayor control por parte de las 

Administraciones Públicas de los pagos que los contratistas adjudicatarios 

deben hacer a los subcontratistas. 

 

Pero para que este control sea efectivo no basta que la comprobación de los 

pagos a subcontratistas sea una facultad del órgano de comprobación sino 

que es necesario que, en todo caso, sea una obligación. 

 

Propuesta: 

Artículo 215. Comprobación de los pagos a los subcontratistas o 
suministradores. 

1. Los órganos de contratación comprobarán el est1. Los órganos de contratación comprobarán el est1. Los órganos de contratación comprobarán el est1. Los órganos de contratación comprobarán el estricto cumplimiento de ricto cumplimiento de ricto cumplimiento de ricto cumplimiento de 
los pagos que los contratistas principales han de hacer a los los pagos que los contratistas principales han de hacer a los los pagos que los contratistas principales han de hacer a los los pagos que los contratistas principales han de hacer a los 



 

subcontratistas o suministradores que participen en la ejecución del subcontratistas o suministradores que participen en la ejecución del subcontratistas o suministradores que participen en la ejecución del subcontratistas o suministradores que participen en la ejecución del 
contrato. En todo caso, los contratistas principales presentarán al órgano contrato. En todo caso, los contratistas principales presentarán al órgano contrato. En todo caso, los contratistas principales presentarán al órgano contrato. En todo caso, los contratistas principales presentarán al órgano 
de contratación el corresponde contratación el corresponde contratación el corresponde contratación el correspondiente plan de pagos en el plazo máximo de un diente plan de pagos en el plazo máximo de un diente plan de pagos en el plazo máximo de un diente plan de pagos en el plazo máximo de un 
mes tras el inicio de la ejecución del contrato. mes tras el inicio de la ejecución del contrato. mes tras el inicio de la ejecución del contrato. mes tras el inicio de la ejecución del contrato.     

    
A efectos de la comprobación señalada en el párrafo anterior, los A efectos de la comprobación señalada en el párrafo anterior, los A efectos de la comprobación señalada en el párrafo anterior, los A efectos de la comprobación señalada en el párrafo anterior, los 

órganos de contratación requerirán al contratista principal la información y órganos de contratación requerirán al contratista principal la información y órganos de contratación requerirán al contratista principal la información y órganos de contratación requerirán al contratista principal la información y 
justificantes qujustificantes qujustificantes qujustificantes que se indican en el apartado siguiente. La previsión que e se indican en el apartado siguiente. La previsión que e se indican en el apartado siguiente. La previsión que e se indican en el apartado siguiente. La previsión que 
hagan los pliegos o el documento descriptivo en este sentido deberá hagan los pliegos o el documento descriptivo en este sentido deberá hagan los pliegos o el documento descriptivo en este sentido deberá hagan los pliegos o el documento descriptivo en este sentido deberá 
calificar la obligación de información del contratista principal como calificar la obligación de información del contratista principal como calificar la obligación de información del contratista principal como calificar la obligación de información del contratista principal como 
condición especial de ejecución, cuyo incumplimiento conllevarcondición especial de ejecución, cuyo incumplimiento conllevarcondición especial de ejecución, cuyo incumplimiento conllevarcondición especial de ejecución, cuyo incumplimiento conllevará, entre á, entre á, entre á, entre 
otras consecuencias previstas en esta Ley, la imposición de penalidades en otras consecuencias previstas en esta Ley, la imposición de penalidades en otras consecuencias previstas en esta Ley, la imposición de penalidades en otras consecuencias previstas en esta Ley, la imposición de penalidades en 
los términos indicados en el artículo 190. los términos indicados en el artículo 190. los términos indicados en el artículo 190. los términos indicados en el artículo 190.     

    
2. El requerimiento de información y justificantes a que se refiere el 2. El requerimiento de información y justificantes a que se refiere el 2. El requerimiento de información y justificantes a que se refiere el 2. El requerimiento de información y justificantes a que se refiere el 

apartado anterior  comprenderá: apartado anterior  comprenderá: apartado anterior  comprenderá: apartado anterior  comprenderá:     
    
a) Una relación detalla) Una relación detalla) Una relación detalla) Una relación detallada de aquéllos subcontratistas que participen en ada de aquéllos subcontratistas que participen en ada de aquéllos subcontratistas que participen en ada de aquéllos subcontratistas que participen en 

la ejecución del contrato. la ejecución del contrato. la ejecución del contrato. la ejecución del contrato.     
    
b) Las condiciones de subcontratación o suministro acordadas por el b) Las condiciones de subcontratación o suministro acordadas por el b) Las condiciones de subcontratación o suministro acordadas por el b) Las condiciones de subcontratación o suministro acordadas por el 

contratista principal con los subcontratistas o suministradores y que contratista principal con los subcontratistas o suministradores y que contratista principal con los subcontratistas o suministradores y que contratista principal con los subcontratistas o suministradores y que 
guarden una relación directa con el plaguarden una relación directa con el plaguarden una relación directa con el plaguarden una relación directa con el plazo de pago. zo de pago. zo de pago. zo de pago.     

    
c) El justificante o justificantes de cumplimiento de los pagos a c) El justificante o justificantes de cumplimiento de los pagos a c) El justificante o justificantes de cumplimiento de los pagos a c) El justificante o justificantes de cumplimiento de los pagos a 

subcontratistas y suministradores, una vez terminada la prestación dentro subcontratistas y suministradores, una vez terminada la prestación dentro subcontratistas y suministradores, una vez terminada la prestación dentro subcontratistas y suministradores, una vez terminada la prestación dentro 
de los plazos de pago legalmente establecidos en el artículo 214 y en la Ley de los plazos de pago legalmente establecidos en el artículo 214 y en la Ley de los plazos de pago legalmente establecidos en el artículo 214 y en la Ley de los plazos de pago legalmente establecidos en el artículo 214 y en la Ley 
3/2004, de 29 de diciembr3/2004, de 29 de diciembr3/2004, de 29 de diciembr3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha e, por la que se establecen medidas de lucha e, por la que se establecen medidas de lucha e, por la que se establecen medidas de lucha 
contra la morosidad en las operaciones comerciales, en lo que le resulte de contra la morosidad en las operaciones comerciales, en lo que le resulte de contra la morosidad en las operaciones comerciales, en lo que le resulte de contra la morosidad en las operaciones comerciales, en lo que le resulte de 
aplicación.aplicación.aplicación.aplicación.    
 

 

  



 

(19ª)(19ª)(19ª)(19ª) Artículo 249. Efectos, cumplimiento y extinción. 
Enmienda de adiciónEnmienda de adiciónEnmienda de adiciónEnmienda de adición 

Artículo 249. Efectos, cumplimiento y extinción. 

Los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos de concesión de 
obras se regularán por la presente Ley, excluidos los artículos 206 y 208. 
Tampoco resultarán de aplicación, salvo en la fase de construcción, el apartado 
2 del artículo 190, el artículo 191 y el artículo 193 
 

Justificación 

Coadyuvar al acceso de las pyme a los contratos de concesión de obras y 

servicios, actualmente en muchos casos reservados a las grandes empresas 

debido a la entidad y complejidad del objeto de los contratos 

 

Propuesta: 

Artículo 249. Efectos, cumplimiento y extinción. 
Los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos de concesión de 

obras se regularán por la presente Ley, excluidos los artículos 206 y 208. 
Tampoco resultarán de aplicación, salvo en la fase de construcción, el apartado 
2 del artículo 190, el artículo 191 y el artículo 193. 

Tanto a la concesión de obras como a la de servicios le será aplicable el Tanto a la concesión de obras como a la de servicios le será aplicable el Tanto a la concesión de obras como a la de servicios le será aplicable el Tanto a la concesión de obras como a la de servicios le será aplicable el 
criterio de lotes. A tal efecto, se procurará sectorializar y fraccionar, sin criterio de lotes. A tal efecto, se procurará sectorializar y fraccionar, sin criterio de lotes. A tal efecto, se procurará sectorializar y fraccionar, sin criterio de lotes. A tal efecto, se procurará sectorializar y fraccionar, sin 
merma de la eficacia de la prmerma de la eficacia de la prmerma de la eficacia de la prmerma de la eficacia de la prestación, el objeto del contrato, a fin de estación, el objeto del contrato, a fin de estación, el objeto del contrato, a fin de estación, el objeto del contrato, a fin de 
promover una mayor competencia y concurrencia.promover una mayor competencia y concurrencia.promover una mayor competencia y concurrencia.promover una mayor competencia y concurrencia.    
 

 

 

 


